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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 29 de octubre de 1993, 
La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extraordi- 


naria, el próximo miércoles 3 de noviembre, a la hora 17, a fin 
de considerar el siguiente 


- Continúa el debate. 
5 y 6) Intermedio .......conososcoccornonorcananancnnonrnarononannarassos 839 


8) Se levanta la sesióM ...oononconesorisiorossiosononeonersanincss 860 


ORDEN DEL DIA 


1% Continúa la consideración de los antecedentes remiti- 
dos por la Junta Departamental de Montevideo invo- 
cando el artículo 209 de la Constitución, referidos a lo 
actuado por el Tribunal de Cuentas de la República, 
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sobre el subsidio al transporte colectivo urbano de pa- 
sajeros. 


(Carp. N* 58/93 - Rep. N” 31/93, 
Anexos I, 11, MI, IV y V) 


2%) Observaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo al 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal - ejercicio 1992, 


(Carp. N* 63/93 - Rep. N* 32/93) 


3% Observación interpuesta por el Poder Ejecutivo al pro- 
yccto de ley por el que se derogan los incisos segundo 
y tercero del artículo 35 del decreto-ley N* 14.189, de 
30 de abril de 1974, relacionado con el cese obligato- 
rio de los funcionarios públicos, 


(Carp. N? 64/93 - Rep. N? 33/93) 
LOS SECRETARIOS 


Disposiciones del Reglamento de la Asamblea General 
relacionadas con el llamado a sala: 


“Artículo 27. - Diez minutos antes de la hora seña- 
lada en la citación, la Secretaría ordenará llamar a sala a 
los legisladores, y al llegar la hora, se abrirá el acto”, 


“Artículo 32, - El quórum para sesionar scrá, siem- 
pre, de la mitad más uno del total de miembros de cada 
una de las Cámaras, En cualquier momento que falte el 
quórum, se suspenderá la sesión, llamándose a sala du- 
rante un minuto; si no se reintegra el número de legisla- 
dores necesarios, se levantará la sesión. 


Si en la tercera citación con el mismo orden del día 
no hubiere dicho quórum, los miembros asistentes, cual- 
quiera sea su número, podrán compeler a los ausentes, 
votando una nueva convocatoria; las mociones que se 
presenten se leerán y se votarán por el orden de su 
presentación, no pudiendo hablarse sobre las mismas 
salvo para fundar el voto (artículo 76)”. 


“Artículo 33. - Si se proctama falta de quórum para 
sesionar, se dará por terminado el acto inmediatamente, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, para 
el caso de tercera citación, con el mismo orden del día. 
Si se declara abierta la sesión, se pasará a considerar el 
orden del día”. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alvaro Alonso Tellechea, 
Ernesto Amorín Larrañaga, Mariano Arana, Danilo Astori, 
Hugo Batalla, Walter Belvisi, Juan Carlos Blanco, Federico 
Bouza, Carlos Bouzas, Leopoldo Bruera, Enrique Cadenas 
Boix, Carlos Cassina, Wilson Elso Goñi, Reinaldo Gargano, 
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Bari González Modernell, Julio C. Grenno, Tabaré Hac- 
kenbruch, Dante Irurtia, Raumar Jude, José Korzeniak, 
Daoiz Librán Bonino, Pablo Millor, Julián Olascoaga, Car- 
los Julio Pereyra, Jaime Pérez, María Celia Priore, Améri- 
co Ricaldoni, Walter Santoro, Jorge Silveira Zavala y Al- 
berto Zumarán, y los señores representantes Guillermo Alva- 
rez, Agapito Alvarez Viera, Juan Justo Amaro, Oscar Amo- 
rín Supparo, Néstor H. Andrade, Luis Alberto Andriolo, 
Marcelo Antonaccio, Alejandro Atchugarry, Juan Carlos 
Ayala, Javier Barrios Anza, José Bayardi, Nilda Belvisi, 
Carmen Beramendi, Carlos Bertacchi, Luis Batlle Bertoli- 
ni, Thelman Borges, Federico Bosch, Mario Cantón, Caye- 
tano Capeche, Gonzalo Carámbula, Silvio Cardoso, Alvaro 
Carbone, Jorge Conde Montes de Oca, Hugo Cores, Jorge 
Coronel Nieto, Alberto Couriel, Wilson Craviotto, Luis A. 
Curbelo, Guillermo Chifflet, Eber Da Rosa Vázquez, Félix 
de Carlos, Daniel H. Delgado Sicco, José E. Díaz, Daniel 
Díaz Maynard, Yamandú Fau, Otto Fernández, Juan Raúl 
Ferreira, Luis Alberto Ferrizo, Carlos M. Garat, Alem Gar- 
cía, Daniel García Pintos, Humberto González Perla, Ra- 
món Guadalupe, Antonio Guerra Caraballo, Juan Manuel 
Gutiérrez, Felipe Haedo Harley, Luis Alberto Heber, Artu- 
ro Heber Fiúllgraff, Luis A. Hierro López, Doreen Javier 
Ibarra, Nereo Felipe Lateulade, Ramón Legnani, Oscar Len- 
zi, Héctor Lescano, León Lev, José Losada, Jorge Machiñe- 
na, Luis Eduardo Mallo, Ruben Martínez Huelmo, Abayu- 
bá Martorell Librán, Eden Melo Santa Marina, Mario Mesa, 
Rafael Michelini, Antonio Morell, Francisco Ortiz, Alba E. 
Osores de Lanza, Agapo Luis Palomeque, Heber Pinto, Ana 
Lía Piñeyrúa, Carlos Pita, Luis B. Pozzolo, Sergio Previtali, 
Baltasar Prieto, Carlos Rapetti, Walter Riesgo, Ricardo Ro- 
cha Imaz, Ambrosio Rodríguez, A. Francisco Rodríguez Ca- 
musso, Hugo Rodríguez, Matilde Rodríguez de Gutiérrez, 
Ricardo Rosa, María Celia Rubio de Varacchi, Wilson Sa- 
nabria, Diana Saravia Olmos, Helios Sarthou, Edison Seda- 
rri Luaces, Aldorio Silveira, Juan Adolfo Singer, Heriberto 
Sosa Acosta, Guillermo Stirling, Nicolás Storace Montes, 
Carlos Suárez Lerena, Armando Tavares, Jaime Mario Tro- 
bo, Roberto Vázquez Platero y Raúl Vidart. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Carlos W. 
Cigliutt y Omar Urioste, y los señores representantes Tabaré 
Caputi, Marcos Carámbula, Jorge Chápper, Oscar Magur- 
no, Ricardo Molinelli, Néstor Moreira Graña, Ramón Pe- 
reira Pabén y Rafael Sanseviero; con aviso, los señores re- 
presentantes Gonzalo Piana Effinger, Pedro Suárez Lorenzo 
y Andrés Toriani, 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Siendo la hora reglamentaria y 
habiendo número en sala, está abierta la sesión. 


(Es la hora 17) 


-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
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(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 3 de noviembre de 1993, 


La Suprema Corte de Justicia remite varios Mensa- 
jes comunicando los testimonios de las sentencias por 
inconstitucionalidad dictadas por dicha corporación los 
días 10, 22, 24 de junio y 16 de diciembre de 1992. 


-Ténganse presente. Queda la documentación a dis- 
posición de los señores legisladores en la Secretaría de 
la Asamblca General. 


El Tribunal de Cuentas de la República comunica 
las observaciones interpuestas a varios expedientes rela- 
tivos a reiteraciones de gastos, durante el trimestre julio/ 
setiembre de 1993. 


-Ténganse presente. Queda la documentación a dis- 
posición de los señores legisladores en la Secretaría de 
la Asamblea General, 


La Junta Departamental de Montevideo en cumpli- 
miento de lo establecido en cl artículo 225 de la Consti- 
tución, remite los antecedentes relacionados con la ob- 
servación formulada por el Tribunal de Cuentas de ta 
República al artículo 12 del decreto 26.135 relativo al 
Impuesto de Contribución Inmobiliaria incluido en el 
proyecto de Rendición de Cuentas de la Intendencia 
Municipal de Montevideo. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación”. 


4) ANTECEDENTES REMITIDOS POR LA JUNTA DE- 
PARTAMENTAL DE MONTEVIDEO INVOCANDO 
EL ARTICULO 209 DE LA CONSTITUCION, REFE- 
RIDOS A LO ACTUADO POR EL TRIBUNAL DE 
CUENTAS DE LA REPUBLICA, SOBRE EL SUBSI- 
DIO AL TRANSPORTE COLECTIVO URBANO DE 
PASAJEROS. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A los efectos de otorgar el uso de 
la palabra para considerar el primer punto del orden del día, o 
sea, los antecedentes remitidos por la Junta Departamental de 
Montevideo invocando el artículo 209 de la Constitución, refe- 
ridos a lo actuado por el Tribunal de Cuentas de la República, 
sobre el subsidio al transporte colectivo urbano de pasajeros, la 
Presidencia se va a ceñir a la nómina de oradores inscriptos en 
la sesión anterior. 


5) INTERMEDIO 


SEÑOR HEBER. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 
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SEÑOR HEBER. - Señor presidente: mocionamos para que 
la Asamblea General pase a intermedio a los efectos de que la 
Cámara de Representantes pueda llevar a cabo su sesión y 
realizar un importante homenaje que ya había coordinado. 


Asimismo, en una reunión que celebramos hace instantes, 
el Frente Amplio manifestó su intención de solicitar la realiza- 
ción de un intermedio hasta la hora 19, por razones políticas, 


Por lo tanto, hago moción concreta en el sentido de que la 
Asamblea General pase a intermedio hasta la hora 19, a fin de 
que la Cámara de Representantes pucda llevar a cabo el home- 
naje que ya había fijado con anterioridad. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para una aclaración, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor presidente: aunque supongo que 
la respuesta es obvia, de todos modos voy a efectuar la siguien- 
te consulta. ¿La realización de un intermedio implica la posibi- 
lidad de que la Comisión Especial para la Reforma de la Cons- 
titución, de la Cámara de Senadores, pueda reunirse nuevamen- 
tc? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si así lo desea, dicha Comisión 
Especial puede volver a reunirse, pero ese es otro problema. 
Corresponde pasar a votar la moción de intermedio y luego, si 
existe quórum, la Comisión podrá sesionar nuevamente. 


Se va a votar la moción en los términos propuestos por el 


- señor legislador Heber. 


(Se vota:) 
-103 en 103, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
La Asamblea General pasa a intermedio hasta la hora 19, 
(Es la hora 17 y 7) 
6) INTERMEDIO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número en sala, conti- 
núa la sesión. 


(Es la hora 19) 


SEÑOR PREVITALI. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ticne la palabra el señor legista- 
dor. 


SEÑOR PREVITALI. - Señor presidente: dado que el ho- 
menaje realizado por la Cámara se demoró por demás, en nom- 
bre del Frente Amplio solicito un intermedio de media hora. 
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SEÑOR BOSCH. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


- SEÑOR BOSCH. - Señor presidente: desearía saber si la 
Asamblea General va a sesionar después de realizado este in- 
termedio o si, como se comenta, se prevé solicitar otro hasta el 
lunes, 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Frente Amplio, por intermedio 
del señor legislador Previtali, ha solicitado un intermedio de 
treinta minutos. Vencido ese plazo, nos constituimos aquí y si 
hay quórum sesionamos. Por supuesto, esto se haría en caso de 
que accediéramos a aprobar la moción de intermedio. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor presidente: somos respetuosos 
de los sectores que plantean intermedios, porque tenemos el 
convencimiento de que la solicitud se basa en razones esencia- 
les que deben habilitar la posibilidad de que se realicen las 
reuniones respectivas a los efectos de resolver distintos proble- 
mas de carácter político o diferentes situaciones. Sin embargo, 
estamos utilizando nuestro tiempo de manera muy irregular. 
Hemos venido a la hora 17 para asistir a la sesión de la Asam- 
blea General, y los integrantes de la Cámara de Representantes 
solicitaron un intermedio. Ahora otro sector plantea realizar un 
intermedio, y tenemos información en cuanto a que luego se 
solicitaría otro. 


Por lo tanto, consideramos que sería mejor disponer la rea- 
lización de una sesión en un momento conveniente para todos. 
Vemos que en el día de hoy no estamos mentalmente concen- 
trados en el tema esencial que motivó la reunión de la Asam- 
blea General. Los oradores han preparado sus exposiciones, 
pero han debido postergarlas. Reiteramos que lo mejor sería 
realizar la sesión otro día, que, por ejemplo, podría ser el próxi- 
mo lunes porque mañana jueves se reúne en el Senado la Co- 
misión Especial que trata la Reforma de la Constitución. 


En consecuencia, vamos a llegar a un compromiso entre 
todos para que la Asamblea Gencral se reúna en otro momento, 
de modo que en una jornada podamos resolver este tema que 
ya se está dilatando demasiado en el tiempo, lo que no hace 
bien a nadie ni tampoco a la imagen del Poder Legislativo 
como tal, 


SEÑOR PREVITALI. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR PREVITALI. - Señor presidente: hemos 
solicitado un intermedio de treinta minutos, aunque no tendría- 
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mos ningún inconveniente en que fuera hasta el próximo lunes, 
La responsabilidad del Frente Amplio, sin lugar a dudas, es 
estar presente una vez finalizado el intermedio solicitado. 


SEÑOR RICALDONI - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: ha circulado una 
especie de versión en el sentido de que el Foro Batllista tam- 
bién iba a pedir un intermedio. Quiero aclarar que no vamos a 
hacerlo. Tenemos un acto político muy importante, pero quere- 
mos quedarnos en sala. Además, somos de los que pensamos 
que este tema debe concluirse hoy a la hora que sea. 


(Apoyados) 


-De cualquier manera, vamos a votar con mucho gusto el 
intermedio solicitado por el Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Se va a votar la moción de inter- 
medio por treinta minutos. 


(Se vota) 

-102 en 102, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se pasa a intermedio hasta la hora 19 y 34, 

(Es la hora 19 y 4) 

7) ANTECEDENTES REMITIDOS POR LA JUNTA DE- 

PARTAMENTAL DE MONTEVIDEO INVOCANDO 
EL ARTICULO 209 DE LA CONSTITUCION, RE- 
FERIDOS A LO ACTUADO POR EL TRIBUNAL DE 
CUENTAS DE LA REPUBLICA, SOBRE EL SUBSI- 


DIO AL TRANSPORTE COLECTIVO URBANO DE 
PASAJEROS. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la sesión. 
(Antecedentes: ver 17a. y 18a. sesiones) 

(Es la hora 19 y 34) 

-Hay quórum para sesionar. 


Prosigue la consideración del primer punto del orden del 
día. 


Tiene la palabra el señor legislador Díaz Maynard. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD, - Señor presidente: luego del 
trámite bastante agitado de este tema, existe la obligación de 
ser particularmente breve. En nuestro caso, ello se ve facilita- 
do, en primer lugar, si nos ceñimos al tema específico objeto 
de la convocatoria, y, en segundo término, porque el informe 
profundo y enjundioso del señor legislador Mallo y la alocu- 
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ción de la señora legisladora Piñeyrúa -cuyas conclusiones y 
sesgo comparto- me eximen de reiterar conceptos. 


Es evidente que nos enfrentamos a un asunto plagado de 
temas conexos, y que es posible hablar aquí de la política de 
subsidios municipales y de la política de la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo en su conjunto, como han pretendido al- 
gunos señores legisladores que, de alguna manera, intentaron 
“municipalizar” la Asamblea General, en el entendido de que 
el tema central cra la política de transporte de la Intendencia 
Municipal de Montevideo. No creemos que sea así; con respec- 
to a ese tema, en el ámbito que corresponde, nuestros ediles 
han señalado claramente la posición de nuestro partido. Enten- 
demos que es oportuno entrar al análisis de los instrumentos 
que se han utilizado en relación a esa política y que ha motiva- 
do el informe del Tribunal de Cuentas que determina la con- 
ducta de la Junta Departamental de Montevideo, remitiéndolo a 
la Justicia Penal y a la Asamblea General, a los efectos de la 
aplicación del artículo 209 de la Constitución de la República. 


Entendemos que no es del caso abocarnos al estudio de los 
argumentos que hace cl Tribunal de Cuentas con respecto a las 
irregularidades cometidas en la Intendencia Municipal de Mon- 
tevideo, pues ello no ha sido objeto de nuestra convocatoria. 
Ese es un tema que debió haber sido considerado en el seno de 
la Junta Departamental de Montevideo y que, a nuestro juicio, 
será discutido en esc ámbito de una manera u otra. 


Por supuesto que, desde el punto de vista político, merece 
nuestro rechazo la conducta de la mayoría de los integrantes de 
la Junta Departamental -órgano que tiene constitucionalmente 
la función de controlar a la Intendencia Municipal- que recibe 
un informe solicitado por la propia Junta en el que se estable- 
cen graves irregularidades cometidas, en opinión del Tribunal 
de Cuentas, por el órgano que debe controlar, y que ni siquiera 
entra a ta consideración de los temas de fondo, sino que por 
problemas estrictamente formales -porque en el informe hay 
una fecha que no corresponde al contenido- lo desecha sin 
cumplir con sus funciones, colocando a un órgano como el 
Tribunal de Cuentas bajo sospecha de delito o de grave inepti- 
tud u omisión y provocando esta instancia en la Asamblea 
General. Creemos que esto ha constituido un acto absolutamen- 
te desgraciado por parte de la mayoría de los integrantes de la 
Junta Departamental, lo que fue señalado por los señores ediles 
de nuestro partido, que ni siquiera permanccieron en sala cuan- 
do se votaba esta moción. Sin embargo, entendemos que la 
consideración de la actitud de la Junta Departamental, omisa en el 
cumplimiento de sus funciones, tampoco es el tema de esta convo- 
catoria. Consideramos que debemos circunscribimos estrictamente 
a la aplicación del artículo 209; no, como se señaló con alguna 
insistencia en ta Comisión -aunque lucgo el criterio fue otro- a 
determinar si ha existido o no delito, a saber si la Junta lo envió 
porque entendió que había delito -ese es un tema psicológico que 
en realidad no nos ha preocupado- sino a establecer si se ha coníi- 
gurado alguna de las causales establecidas par el artículo 209 y que 
obligan a la Asamblea General a pronunciarse sobre ello, 


La Comisión de la Asamblea Gencral trabajó con seriedad, 
en un buen clima y recibió como correspondía a los miembros 
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del Tribunal de Cuentas y a los de la Junta Departamental, que 
pudieron explayarse largamente. 


En definitiva, creemos que de la exposición del señor legis- 
lador Korzeniak surgen con claridad los dos puntos centrales 
por los que se acusa al Tribunal de Cuentas: Uno de ellos es la 
inconcordancia entre la fecha de diciembre de 1992 -dato que 
aparece en la primera página- y una de las conclusiones que 
aparece en el informe, referida a resoluciones del Tribunal de 
Cuentas de marzo de 1993. 


Por supuesto que allí ha existido una distracción, una des- 
prolijidad, un error, pero nos parece un tema absolutamente 
menor. Entendemos que esto ha sido aclarado con transparen- 
cia y verosimilitud por el señor ministro Aguirre cuando asistió 
a la Comisión de la Asamblea General, manifestando con toda 
claridad -a fojas 69-: “El secretario del Tribunal procedió en la 
forma en que éste le había ordenado, es decir, mandó un opera- 
dor de PC -porque el informe está en la memoria del disco duro 
de una computadora- que hiciera las dos sustituciones textua- 
les, que los dos auditores proponían. Es decir, en la página 17 
sacó un texto y puso otro y en la página 34 procedió de la 
misma forma, con lo cual quedó en la memoria del PC la 
resolución con el texto definitivo de la Auditoría que habían 
propuesto los auditores y que el Tribunal había aprobado. A 
renglón seguido editó un nuevo ejemplar en la impresora del 
PC (...)”. 


Allí se comelicron dos omisiones, dos errores: no se modifi- 
có la fecha y no se eliminó del índice del informe la remisión 
al capítulo “Limitaciones” que había desaparecido del texto. 


Con toda sinceridad debo reilerar que nos pareció un tema 
absolutamente menor y que no podía dar lugar a ubicarnos al 
borde de una crisis institucional, ya que el máximo órgano de 
contralor era sometido a sospechas por adulterar un documento 
público. 


El segundo argumento del que se ha hecho caudal se refiere 
a un cambio de criterio que se habría operado en marzo de 
1993 en el rubro Mayores Costos. 


También entendemos que en este tema se ha hecho uso 
indebido de las palabras; acá no ha habido un cambio de crite- 
rio. Las explicaciones que dieron los ministros del Tribunal de 
Cuentas nos resultaron verosímiles, El Tribunal de Cuentas 
había intervenido diversos pagos por mayores costos y en los 
tres últimos señaló que los tenía bajo estudio y que esa inter- 
vención era provisional. Cuando culmina su tarea de investiga- 
ción en el mes de marzo, llega a la conclusión de que en lo 
sucesivo no debían pagarse. 


Se ha hablado de efecto retroactivo, y no es cierto. El pro- 
pio señor ministro Aguirre, a fojas 68 de la versión taquigráfi- 
ca, dice: “No es cierto que se haya pretendido modificar el 
informe a posteriori, al contrario, son los auditores quienes 
llegan a la conclusión de que la partida está siendo usada en 
forma irregular y que se han pagado sumas que no correspon- 
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den a mayores costos. Esa conclusión de los auditores es lo que 
obliga a retomar la resolución de febrero. Dicha resolución no 
es retroactiva; simplemente advierte a la Intendencia que las 
intervenciones de gastos que en el futuro tengan esa irregulari- 
dad que ahora habíamos detectado no iban a pasar. Esto no quiere 
decir que estuviéramos aplicando esta resolución de febrero retro- 
activamente al año 1992”. Más adelante agrega: “Además, el Tri- 
bunal no podía haber descubierto esa irregularidad cuando sometía 
la partida global a la intervención previa del gasto. Este era un tipo 
de irregularidad que sólo podía detectarse con un intenso trabajo de 
Auditoría a posteriori revisando qué era lo que se pagaba exacta- 
mente en cada caso a cada empresa”. 


La explicación nos ha parecido verosímil, razonable, Hay 
una investigación posterior que llega a determinadas conclusio- 
nes que no se habían previsto con anterioridad. En el informe 
no notamos en absoluto que haya habido un cambio de criterio 
O que se pretenda utilizar con efecto retroactivo el criterio que 
se adopta en ese momento. 


Esto no significa que estemos de acuerdo con todas y cada 
una de las resoluciones del Tribunal de Cuentas; hemos señala- 
do públicamente nuestras discrepancias, por ejemplo, con la 
resolución de esc organismo que establece que la Cámara de 
Representantes dejó sin efecto el catastro de Montevideo. Cree- 
mos que es un error conceptual y así lo hemos manifestado. 


Por otra parte, no estamos de acuerdo con la respuesta que 
da el Tribunal de Cuentas a la Comisión de la Asamblea Gene- 
ral, en la que se considera que se ha vulncrado su autonomía 
técnica en función de que se le hacen preguntas y se le requiere 
información. Esto está dentro de las competencias de la Comi- 
sión de la Asamblea General y resulta imprescindible para el 
cumplimiento de su cometido. 


En el caso del informe que nos remite la Junta Departamen- 
tal a los efectos del artículo 209 de la Constitución de la Repú- 
blica, tenemos la convicción de que no se ha constatado ningu- 
na de las hipótesis a que refiere la Carta Constitucional, 


SEÑOR DIAZ CHAVES. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR DIAZ MAYNARD. - Sí, señor legislador, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador, 


SEÑOR DIAZ CHAVES. - Señor presidente: he seguido 
con atención la exposición del señor legislador Díaz Maynard, 
con cuya última manfiestación -respccto al tema de la opinión 
del Tribunal de Cuentas sobre el catastro municipal- coincido. 
Deseo volver un poco hacia atrás porque, de alguna manera, el 
señor legislador estaba circunscribiendo nuestras objeciones al 
trabajo de auditoría del Tribunal a dos tipos de problemas: el 
de la fecha y el del cambio de criterio que se habría operado en 
ese organismo. 


En primer lugar, señalo que por alguna vía trataré de dar 
estado parlamentario a la exposición que realicé, con todos sus 
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fundamentos, porque no me alcanzó el tiempo que tenía como 
miembro informante en minoría para hacerlo. Debo decir a 
este Cuerpo que en mi exposición pude enumerar treinta irre- 
gularidades, omisiones, contradicciones e impericias; no sólo 
dos, sino treinta. 


En segundo término, creo que el cambio de criterio se pro- 
dujo entre el primer informe, al que no hemos accedido nunca 
porque el Tribunal no se dignó enviarlo, a pesar de que lo 
pedimos expresamente por la vía parlamentaria -me reficro al 
de fecha 11 de agosto de 1992, presumiblemente suscrito por 
todo el equipo auditor- y el que en definitiva aprobó el organis- 
mo, que es el de la auditoría final. 


El cambio es el siguiente: en el primer informe y en el del 
28 de agosto -que sí recibimos- simplemente el Tribunal de 
Cuentas hace algún tipo de salvedades sobre temas relaciona- 
dos con el subsidio por mayores costos, y pasa de éstas a 
observaciones que tienen mucho más de pirotecnia que de acu- 
sación de graves irregularidades o ificitudes que pueda haber 
cometido la Intendencia Municipal en el manejo de este tipo de 
subsidio. Cabe señalar que, en el conjunto del subsidio del 
transporte, éste representa un pequeño porcentaje, porque el 
grueso se lo llevan los boletos bonificados, lo que, naturalmen- 
te, no es una invención de esta Administración pues eso venía 
de antes. 


Efectivamente, en este punto hubo un cambio porque se 
pasa de salvedades a observaciones, ninguna de legalidad, ya 
que el Tribunal de Cuentas no podía juzgarse a sí mismo. Este 
organismo había intervenido preventivamente todos los gastos, 
no sólo de este subsidio por mayores costos, sino de los demás 
subsidios del transporte colectivo de pasajeros de Montevideo. 
Realizó una intervención en el momento constitucional ade- 
cuado; no hizo observaciones, Por consiguiente, se integró al 
proceso legal del pago. 


Naturalmente que después encontró algunas fallas en esta 
auditoría. Crco que el Tribunal de Cuentas -pretendí demos- 
trarlo- se equivocó; no entendió realmente que algunos “ade- 
lantos” -entre comillas- o partidas especiales, en rigor, eran 
también subsidios por mayores costos. Cuando realizó la audi- 
toría final se afirmó en un error de apreciación porque, reitero, 
no supo distinguir que esas partidas especiales formaban parte 
del repetido subsidio por mayores costos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Díaz Maynard. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD. - Señor presidente: lamento 
no haber prestado la debida atención en mi exposición a las 
veintiocho observaciones adicionales que el señor legislador 
Díaz Chaves hizo a la gestión del Tribunal de Cuentas. Entendí 
que el resumen del señor legislador Korzeniak se refería a las 
consideraciones principales que realmente podrían fundar el 
informe en minoría. 


Aprecio el enorme esfuerzo realizado al agregar elementos 
indiciarios para justificar el informe o el proyecto de resolu- 
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ción en minoría, pero reconozco que me han resultado profun- 
damente insatisfactorios como para fundar las conclusiones a 
las que llega cl legislador a quien concedí una interrupción, 


Con respecto a las observaciones que indican que hubo un 
cambio, me gustaría volver a leer las palabras del señor minis- 
tro Aguirre. Concretamente, señalaba: “Lo único que certifica 
el Tribunal cuando hace la intervención previa al gasto, es que 
hay autorización legal, que el crédito tiene fondos suficientes y 
que el ordenador del gasto es competente. Pero el tipo de irre- 
gularidad que habían delectado los contadores sólo se podía 
percibir en auditorías posteriores, es decir, revisando cómo se 
había liquidado y qué se había pagado a cada empresa. Micn- 
tras se concluían estos estudios, en la intervención preventiva 
del gasto correspondiente a la partida trimestral -la primera 
partida que vino a intervención del Tribunal luego de estos 
hechos fue la correspondiente a octubre- el Tribunal incluye 
una salvedad que decía que encontrándose cl tema del subsidio por 
mayores costos a estudio del Tribunal, se intervenía con salvedades 
y se expodiría a la brevedad una opinión definitiva”. 


De manera que, desde el mes de octubre existen estas dos 
constancias; existe esa luz amarilla de que se está investigando 
y existe el reconocimiento de que, por razones técnicas, se 
tardó en descubrir determinadas irregularidades que yo no juz- 
go y que no digo si fucron o no irregularidades, Ese no es el 
motivo por el cual este tema llegó a la Asamblea General, sino 
que lo hizo porque se dijo que había un documento que carecía 
de autenticidad y que era necesario juzgar al Tribunal de Cuen- 
tas de acuerdo con el artículo 209 de la Constitución. 


Por supuesto que el artículo 209 de la Constitución no es de 
[ácil interpretación cuando se incluye a los miembros del Tri- 
bunal de Cuentas en el artículo 93. No es fácil engarzar la 
primera frase que habla del fiel y exacto cumplimiento de sus 
cometidos con la segunda que hace referencia a la destitución. 
Hay perplejidad de la doctrina sobre si lo único que puede 
hacer la Asamblea General, una vez comprobada la ineptitud, 
omisión o delito, es proceder a la destitución. Entonces, ¿cuál 
es el sentido de la primera frase que reza: “(...) son responsa- 
bles, ante la Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras, 
por cl fiel y exacto cumplimiento de sus funciones”? 


Sinceramente, nos inclinamos a entender que lo único que 
puede hacer la Asamblea General es destituir a los miembros 
del Tribunal de Cuentas. Además, consideramos que no hay 
potestad disciplinaria como para amoncstar, observar o multar, 
Aquí se da un caso similar al de los ministros de Estado, que 
pueden ser cesados por el presidente, pero no pueden ser san- 
cionados por éste; es decir, no pueden ser suspendidos en sus 
cargos. En definitiva, la única facultad que le cabe a la Asam- 
blea General con respecto al Tribunal de Cuentas, en mi opi- 
nión, cs juzgar si hay o no motivo para la destitución, es decir, 
si ha existido alguna de las causales que se establecen en el 
artículo 209. Hemos llegado a la conclusión de que no existe 
ninguna de ellas, 


En el numeral 9 del informe en minoría se establece que el 
Tribunal de Cuentas cambia de criterio y lo hace fuertemente 
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influido por el clima de acoso político al gobierno departamen- 
tal de Montevideo. Además, se agrega que “El Tribunal de 
Cuentas no supo sustraerse a la controversia política, careció de 
la majestad necesaria para proceder inspirado exclusivamente 
en razones de legalidad, permitiendo que las tensiones político- 
partidarias penetraran en su seno, influenciando su criterio, que 
culminó en la aprobación del informe de auditoría, de fecha 
31/3/93”, Reitero que en el informe en minoría se dice que el 
Tribunal de Cuentas “careció de la majestad necesaria para 
proceder inspirado exclusivamente en razones de legalidad”. 
Es decir que obedeció a otras razones que no eran de legalidad; 
si no se sustrajo al clima de tensiones políticas, quiere decir 
que se introdujo en él. 


Si tuviera la convicción de los legisladores de la minoría en 
el sentido de que un órgano de contralor, de la dignidad institu- 
cional que debe tener el Tribunal de Cuentas, está juzgando por 
razones que no son estrictamente de legalidad y está intervi- 
niendo en problemas de carácter político bajo el mandato de su 
presunta neutralidad política, no tendría ninguna vacilación en 
pedir la destitución de los miembros del Tribunal de Cuentas, 
porque entendería que han cometido un acto grave y absoluta- 
mente incompatible con el cargo para el cual han sido designa- 
dos. No creo que podamos solucionar esta contradicción con lo 
que propone el informe en minoría cuando dice: “Declarar que 
en la emergencia dicho Tribunal no actuó en "el fiel y exacto 
cumplimiento de sus funciones” (...) particularmente por no 
haber logrado sustraerse inequivocadamente al clima de con- 
troversia política existente”, En mí opinión, esta declaración de 
la Asamblea Gencral significaría una observación de carácter 
disciplinario, una sanción al Tribunal para la que no está habili- 
tado este Cuerpo, con la grave consecuencia de quitarle credi- 
bilidad en el futuro al Tribunal de Cuentas. 


Si llegáramos a la conclusión de que hay que votar esto, 
sería mucho más saludable para la vida institucional y demo- 
crática del país, cambiar el Tribunal de Cuentas y no dejarlo 
sometido a sospecha. Jamás votaría una observación al Tribu- 
nal de Cuentas que significara que éste quede actuando bajo 
sospecha. Si le tengo desconfianza, creo que es mi obligación 
votar su destitución. Pero no tengo esa convicción; creo que no 
se han dado ninguna de las razones por las cuales la Constitu- 
ción habilita a ello y considero que toda la urdimbre indicaría 
que se ha pretendido construir para colocar al Tribunal bajo 
sospecha, tiene bases realmente muy endcbles y se funda en un 
error absolutamente admisible -que se puede cometer- que es el 
de las fechas, aunque hubiera deseado que no ocurriera así. 


Sin ninguna vacilación ni duda en mi conciencia, votaré el 
informe en mayoría, con la asepsia y seriedad con que ha sido 
redactado, que satisface absolutamente nuestra posición. 

SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción? 

SEÑOR DIAZ MAYNARD. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: he solicitado 
esta interrupción porque tal vez no he interpretado exactamente 
-si es así, pido disculpas- al distinguido legislador y amigo, 
doctor Díaz Maynard. 


En algún momento de su exposición me dio la impresión de 
que descalificaba mucho la tesis de la minoría, apreciando que 
se trataba de un planteo -esto ya fue dicho en la otra sesión- 
con el que los miembros de la Junta Departamental o los legis- 
ladores pertenecientes al Frente Amplio que sostenemos que 
hubo omisiones por parte del Tribunal de Cuentas, estábamos 
variando una especie de costumbre acerca del respeto por orga- 
nismos de determinado rango institucional en cuanto a un efec- 
tivo control de legalidad. 


He pedido la interrupción porque me gustaría manifestar 
que cuestionamientos al Tribunal de Cuentas en episodios polí- 
ticos bastante conocidos han sido formulados no solamente por 
el Frente Amplio. Recuerdo uno que ocurrió no hace mucho 
tiempo. Durante la comparecencia del Tribunal de Cuentas al 
Parlamento, el entonces legistador Batlle dijo al presidente del 
Tribunal de Cuentas una frase medular a la que daré lectura: 
“El ministro” -se refiere al presidente del Tribunal de Cuentas- 
“no responde porque no sabe ni entiende nada”. Esto fue califi- 
cado por la prensa; tengo en mi poder los periódicos de todos 
los partidos. “El País”, por ejemplo, dice: “Tribunal de Cuentas 
y los colorados en duro altercado”. Otro titular señala: “Grave 
enfrentamiento entre el Tribunal de Cuentas y los Colorados”. 


El respeto por los organismos no significa que no se Jos 
pueda cuestionar en concreto cuando se entiende que ha habido 
actuaciones ya sea equivocadas, omisas o politizadas. 


Recuerdo que el Directorio del Partido Nacional hizo acu- 
saciones muy duras contra la Corte Electoral. Tengo en mi 
poder la resolución que se tomó después de las elecciones de 
1971 por parte del Directorio del Partido Nacional contra la 
Corte Electoral. 


Digo más: en este período pasado distinguidos miembros de 
todos los partidos representados en este Parlamento firmamos 
un escrito -yo fui uno de los firmantes, pero ese escrito no tuvo 
trámite, como lo tuvo esta denuncia- en el que se pedía al 
presidente de la Asamblea General que se cesara a los miem- 
bros de la Corte Electoral por un episodio por todos conocido, 
referido a si existían o no las firmas suficientes para convocar 
un referéndum, 


De manera que todos los partidos, o por lo menos el Frente 
Amplio, el Partido Colorado y el Partido Nacional, han cuestio- 
nado duramente a los organismos constitucionales de control 
cuando han entendido que su actuación no se corresponde con 
lo que establece la Constitución, es decir, el fiel y exacto cum- 
plimiento de sus funciones. Si interpictó mal alguna frase del 
distinguido señor legislador, en la que me parecía que reiteraba 
un concepto aislacionista del Frente Amplio, le pido discul- 
pas... 
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(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Perdón, señor legislador, ha pe- 
dido la palabra el señor legislador Batalla por una cuestión de 
orden. 


SEÑOR BATALLA - Mociono para que se prorrogue el 
tiempo de que dispone el orador, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la prórroga del 
tiempo de que dispone el señor legislador Díaz Maynard. 


(Se vota) 
-78 en 79, Afirmativa. 


La Mesa consulta al señor legislador Korzeniak si ha finali- 
zado su intervención, 


SEÑOR KORZENIAK,. - Sí, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Como integraba la legislatura an- 
terior, puedo decir que el episodio que menciona el señor legis- 
lador Korzeniak ocurrió en la Comisión de Presupuesto del 
Senado en ocasión del trámite de una Rendición de Cuentas. 
En esa oportunidad, el presidente del Tribunal de Cuentas era 
el distinguido y siempre recordado contador Alfredo Rega Váz- 
quez, lo cual demuestra que el doctor Batlle -figura prominente 
del Partido Colorado- censuró al propio Tribunal de Cuentas 
designado en mayoría por el Partido Colorado, poniendo de 
manifiesto la independencia con la que siempre actuó dicho 
organismo. 


Puede continuar el señor legislador Díaz Maynard. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD. - Señor presidente: para tran- 
quilidad de todos los señores legisladores, voy a ser particular- 
mente breve en el uso del tiempo -que agradezco se me haya 
prorrogado- al solo efecto de contestar la interrupción. 


Creo haber sido claro al distinguir el comportamiento polí- 
tico de la Junta Departamental del de los legisladores del Fren- 
te Amplio que han firmado el informe en minoría. Soy severo 
en el juicio del comportamiento de la mayoría de la Junta 
Departamental, que creo que no ha cumplido con sus funciones 
de control al devolver, sin abrir, un expediente en el cual 
existían graves imputaciones de irregularidades al órgano que 
está obligada a controlar. Entiendo que debió haber ingresado 
al fondo del asunto, sin perjuicio de establecer las reservas que 
creyera del caso con respecto a los errores de forma. 


Con respecto a lo que he señalado sobre el informe en 
minoría, no estoy diciendo que es absolutamente necesario es- 
tar de acuerdo con lo que diga el Tribunal de Cuentas. Se 
puede discrepar con él, y si el ex senador Batlle usó determina- 
dos calificativos refiriéndose al presidente del Tribunal de Cuen- 
tas, corre por su cuenta, no por la mía; no tengo absolutamente 
nada que ver con eso. Establezco que se puede discrepar con el 
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Tribunal de Cuentas y he señalado que discrepo con algunas de 
sus resoluciones, pero lo que no admito es que se coloque bajo 
sospecha a dicho organismo y no se solicite, simultáneamente, 
su remoción. Cuando se dijo que la Corte Electoral estaba 
maniobrando con las firmas en ocasión de realizarse el famoso 
referéndum por la ley de caducidad, se pidió que sus miembros 
cesaran, y creo que esa actitud fue congruente y razonable. 


Sí los órganos máximos no nos merecen confianza, debe- 
mos solicitar su destitución, pero no podemos tirarles de las 
orejas y decirles que no se han sustraído al clima político y que 
no son confiables porque actúan con razones que no son de 
legalidad, pero que permanezcan en funciones; o de lo contra- 
rio, llegar a lo que dijo el señor legislador Korzeniak. -mi viejo 
profesor- en una de sus alocuciones, cuando señaló que €l hu- 
biera consensuado una exhortación amistosa de la Asamblea 
General a los órganos de control para que se mantuvieran aje- 
nos a la controversia política. 


Considero que es absolutamente impensable semejante pro- 
nunciamiento -digo esto con el mayor de los respetos hacia el 
señor legistador Korzeniak, como a él le consta- pues creo que 
significaría no comprender la seriedad de la instancia que la 
Asamblea General cumple cuando debe resolver si aplica o no 
el artículo 209 de la Constitución, es decir, si la Asamblea 
General, representante de la soberanía, puede confiar o no en cl 
Tribunal de Cuentas. 


Para firmar el informe en minoría tendría que establecer 
que no tengo confianza en cste Tribunal de Cuentas porque no 
se sustrae a la lucha política y porque juzga por razones que no 
son de legalidad. Si tuviera esa convicción no habría propuesto 
esta moción, sino que habría pedido la destitución. En la medi- 
da en que eso no me consta -pues creo que no ha sido probado- 
en la medida en que el Tribunal puede equivocarse pero lo 
hace cumpliendo con sus cometidos, en la medida en que no se 
han aportado clementos probatorios de un acto de tal gravedad, 
he dicho -y lo reitero- que voto sin ninguna violencia el infor- 
me de la mayoría. Además digo que no corresponde aplicar el 
artículo 209, por lo que deberíamos devolver al Tribunal de 
Cuentas la dignidad institucional imprescindible para un fun- 
cionamiento armónico de las instituciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ticne la palabra el señor legisla- 
dor Bouzas. , 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: tal como lo manifes- 
tara en la primera parte de su exposición el señor legislador 
Díaz Maynard, yo también hubiera deseado que esta sesión que 
estamos realizando -que comenzó con un informe del señor 
legislador Mallo y continuó con los de los señores legisladores 
Díaz. Chaves, Korzeniak y Piñeyrúa- se circunscribiera al tema 
para el cual fue convocada. 


Pero no podemos dejar de lado que algunos señores tegisla- 
dores introdujeron otros asuntos de cuestionamiento completo a 
la Intendencia Municipal de Montevideo y, para muestra, €x- 
traemos algunas expresiones. Aquí se ha hablado del doble 
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discurso del gobierno departamental de Montevideo, del mal ma- 
nejo del subsidio al boleto, del inmenso error de haberlo creado, de 
que la Intendencia Municipal cometió un delito -según la acusa- 
ción del Tribunal de Cuentas- y, por último, de la necesidad de 
alterar en el lenguaje más llano y más claro a la opinión públi- 
ca sobre estos delitos. 


Posteriormente, en una acusación más política y general, se 
ha inculpado a la izquierda por la tendencia que tiene de llegar 
a la formalidad más pequeña, sin entrar en los grandes temas, 
para luego desembocar en un cuestionamiento generalizado de 
un proyecto político en un tono que nosotros creíamos supera- 
do en el país, pero que parece que algunos mantienen puesto 
que sólo faltó la mención al oso rojo y a los tanques de Moscú. 


Entonces, para entrar en los grandes temas -que parecería 
son los que mis compañeros, señores legisladores Díaz Chaves 
y Korzeniak, habrían eludido en sus intervenciones- quiero ha- 
blar del precio del boleto. Para ello debemos recordar que antes 
del ingreso de las actuales autoridades municipales, el último 
precio fijado por la anterior Administración, correspondiente al 
1? de octubre de 1989, fue de N$ 205. Ese precio no se actuali- 
zó el día 1 de febrero de 1990, como habitualmente se hacía, 
luego de cumplidos los cuatro meses, argumentándose que en 
virtud de que las nuevas autoridades rebajarían el boleto no 
había razón para actualizarlo y aumentarlo. 


Por lo tanto, a la hora de comparar diferentes precios es 
necesario que la comparación se haga desde la fecha 1* de 
octubre de 1989, que es el momento en que el boleto tuvo su 
último precio en la anterior Administración, Ya el señor legis- 
lador Ibarra, en la primera parte de esta reunión, había aclarado 
la diferencia que hay entre el costo de la vida y el precio del 
boleto, pero otros señores legisladores introdujeron otros pre- 
cios de referencia, como la comparación del boleto urbano con 
el interdepartamental o la comparación con los precios del taxí- 
metro. El precio del boleto interdepartamental es fijado por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y el del taxímetro 
por cl Ministerio de Economía y Finanzas. 


Quiero dejar sentado que si comparamos el precio del bole- 
to urbano de pasajeros, fijado por última vez por la Intendencia 
Municipal de Montevideo el 1? de octubre de 1989, con el 
actualmente vigente al 31 de octubre de 1993, nos encontramos 
con que hoy el boleto vale 878,048% más caro. 


Al boleto interdepartamental hay que separarlo en dos. Por 
un lado el interurbano, que es el que tiene que ver con el 
trayecto que realizan los coches interdepartamentales entre Mon- 
tevideo y un lugar inmediatamente al lado de su frontera, Su 
precio está determinado por el del boleto urbano fijado por la 
Intendencia Municipal de Montevideo, por lo que en este caso 
ha habido un crecimiento inferior, o sea, del 741,93%., En con- 
traposición, el boleto interdepartamental -que era el que se 
ponía como ejemplo- ha tenido un crecimiento bastante supe- 
rior, del 898,04% mientras que los precios fijados por el Minis- 
terio de Economía y Finanzas para los taxímetros demuestran 
que en el mismo período la bajada de bandera aumentó el 
935,85% y la ficha cl 924,79%. 
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Estos son los precios que trajo como referencia un señor 
legislador. Me gustaría dejar sentado también que entre octubre 
de 1989 y el 31 de octubre de 1993 el boleto urbano -como 
habíamos dicho- saltó de 100 a 878, mientras que el costo de la 
vida lo hizo de 100 a 1,136 y la unidad reajustable de 100 a 
1.120. 


En consecuencia, en base a las comparaciones que se han 
hecho nos parece que tenemos que partir de fechas iguales, a 
los efectos de saber a qué conclusiones llegamos, porque si 
partimos de las fechas más convenientes siempre vamos a lle- 
gar a conclusiones interesantes, pero decididas previamente. 


Se han expuesto otras argumentaciones sobre el mal manejo 
del subsidio al boleto o el inmenso error de haberlo subsidiado. 
Quiero aclarar que el subsidio al boleto cn Montevideo siempre 
existió: lo hay en la actual administración frenteamplista, lo 
hubo en la anterior administración colorada, en la anterior a 
ella -que fue verde- en las anteriores coloradas y también en las 
de los blancos. Reitero: siempre hubo subsidio al bolcto, pero 
era implícito u oculto, fuera de las averiguaciones que pudiera 
hacer el Tribunal de Cuentas o la gente. Era un subsidio implí- 
cito, porque si en el conjunto de la gente que viaja en el ómni- 
bus hay una determinada cantidad que no paga por una u otra 
causa «porque tienen pase libre, porque son escolares, liceales, 
jubilados, ancianos o policías- es evidente que si no hay un 
subsidio que salga de las arcas del Municipio el resto de los 
pasajeros pagan por quienes no lo hacen. Por eso digo que el 
subsidio al boleto siempre existió. La diferencia es que antes el 
subsidio al boleto lo pagaban aquellos que viajaban cn ómni- 
bus, abonando más el precio del boleto, mientras que en la 
actualidad lo pagamos todos los montevideanos a la Intenden- 
cia Municipal de Montevideo a través de los impuestos. En 
consecuencia, me afilio a este subsidio explícito al bolcto, que 
puede ser controlado por el Tribunal de Cuentas de la Repúbli- 
ca, más que al subsidio implícito, que es discriminatorio por- 
que sólo lo pagaban aquellos que viajaban en ómnibus. 


En este tema relativo al subsidio al boleto tenemos que ver 
lo que es subsidio y no confundir éste con los pagos que la 
Intendencia Municipal le estuvo haciendo a las empresas por 
mayores costos. Digo que le estuvo haciendo a las empresas 
por mayores costos desde el día 15 de febrero de 1990, en que 
ingresó esta administración, hasta el 30 de abril de 1993, en 
que esta partida ha cesado totalmente. No hay que confundir lo 
que se pagaba a las empresas por mayores costos, en razón de 
temas que analizaremos posteriormente, con lo que es el subsi- 
dio específico al boleto, que es el que se le dio a los estudiantes 
de Secundaria, que pagan cl 50% del precio del boleto; a los 
estudiantes del primer ciclo, menores de 15 años, que tienen 50 
boletos gratis para desplazarse en dos jíncas hasta su centro de 
estudio; a los estudiantes universitarios, que tienen un 30% de 
subsidio; a los escolares, incluidas las escuelas privadas, que 
tienen un 100% de subsidio; a los jubilados con jubilaciones y 
pensiones de hasta un salario y medio mínimo nacional, con un 
70% de subsidio; a los jubilados que perciben hasta dos salarios 
mínimos y medio -entre uno y medio y dos y medio- con un 
50% de subsidio; a los lisiados, que tienen carné de libre tránsi- 
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to; y a los mayores de 75 años y menores de 12 que tienen 
derecho a viajar gratis los días domingos. 


Desde la actual administración municipal los carnés de li- 
bre tránsito se pagan por parte de aquellos que lo solicitan, y 
también existen los boletos institucionales que benefician a 
trabajadores que, comprándolos por una partida -no estoy segu- 
ro si de 50 o 100 boletos- tienen una rebaja del 10% sobre el 
importe del precio del boleto. 


Está claro que administrando el subsidio de esta forma se 
produce una redistribución de ingresos entre el conjunto de la 
población de Montevideo y aquellos que, viajando en ómnibus, 
son escolares, estudiantes liceales y universitarios, jubilados 
con pasividades pequeñas, lisiados y los trabajadores que pa- 
gan los boletos institucionales, Á nuestro modo de ver así está 
perfectamente delimitado en cuanto a qué significa y a cuánto 
ascienden cada una de las cifras y cómo se distribuyen en la 
parte del subsidio al boleto. 


Para mayor ilustración -obran en nuestro poder muchas ci- 
fras- quiero expresar que durante el año 1990, si tomamos 
como base 100 el total del importe abonado por la Intendencia 
Municipal de Montevideo a las empresas capitalinas de trans- 
porte colectivo, veremos que por concepto de subsidio al bole- 
to estudiantil se pagó $ 40,37; por concepto de subsidio al 
boleto de jubilado, $ 26,41 y por concepto de mayores costos 
de las empresas, $ 33,22. Si pasamos al año 1993 -también 
tomando como base 100- vamos a encontrar que lo que insu- 
mió el subsidio del boleto de los estudiantes es de $ 51,55; el 
de los jubilados, $ 46,22; y el pago por mayores costos de las 
empresas, $ 2,23, 


Eso es así porque a partir del 30 de abril de este año ya 
había cesado el pago por mayores costos a las empresas como 
consecuencia -lo veremos más adelante- de la renovación de la 
flota de autobuses. 


Ya he manifestado que aquí hay una redistribución de in- 
gresos del conjunto de la población hacia aquellos que utilizan 
el transporte colectivo, la cual es positiva y progresiva. Por 
tanto, la actual redistribución es distinta a la que se hacía entre 
los que. viajaban en ómnibus; en el viejo subsidio implícito 
había quienes pagábamos y otros que no lo hacían. Según los 
detalles de las ecuaciones paramétricas que presentaban las 
empresas para pedir el aumento del precio del boleto a la 
Intendencia Municipal de Montevideo en las anteriores admi- 
nistraciones, calculaban ese subsidio en un 8%. De acuerdo 
con lo que declaraban las empresas, los que pagaban boleto en 
las anteriores administraciones estaban abonando el boleto un 
8% más caro a fin de que pagaran menos los jubilados y los 
estudiantes O tuvieran transporte gratis los carnés de libre trán- 
sito. 


Crco que hemos tenido un avance importante en materia de 
subsidio al boleto y nos gustaría que ello también se produjera 
en el plano nacional, cuando todos -o algunos- hablamos de la 
conveniencia o necesidad de la implantación del Impuesto a la 
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Renta en cl país. Expreso con todo respeto que así como existía 
subsidio al boleto en anteriores administraciones, digo que aho- 
ra existe Impuesto a la Renta en nuestro país. ¿Cuál es el que 
existe? El Impuesto a la Renta que pagan todos aquellos que 
tienen un ingreso fijo determinado por un salario, jubilación o 
pensión, pero aquellos que tienen otro tipo de ingresos que no 
sea ninguno de estos, no pagan el Impucsto a la Renta. Es decir 
que estamos en presencia de un Impuesto a la Renta rctardata- 
río y regresivo de la misma forma que lo era el viejo subsidio 
al boleto, que terminó con la llegada de esta Administración 
Departamental, 


Dijimos que íbamos a hablar de la renovación de la flota de 
autobuses del transporte colectivo de la ciudad de Montevideo. 
Y al respecto podemos manifestar que es evidente que ésta ha 
mejorado notoriamente, 


Aquí sc ha argumentado acerca de quién es el padre de la 
críatura en materia de renovación de la flota. No tenemos cm- 
pacho en decir que, en 1992 -al ponerse de acuerdo la Intcn- 
dencia Municipal de Montevideo con el Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas y con el Banco de la República- se 
logró una renovación del 50% de los autobuses, lo que ha 
traído como consecuencia mejores condiciones en el transporte 
de pasajeros y desaparición del pago por mayores costos a las 
empresas. 


Por otra parte, me gustaría recordar que en cuanto pisó el 
“palacio de ladrillo”, la actual Administración de la Intenden- 
cia Municipal de Montevideo se dedicó especialmente y de 
inmediato a la renovación de la flota de autobuses del Lranspor- 
te capitalino, Pero durante dos años, desde 1990 a 1992, de 
todos los pedidos que hizo -exoneración de IVA para importa- 
ción de autobuses, exoneración de aranceles aduaneros, reduc- 
ción del IMESI y reducción de exportaciones compensatorias- 
no obtuvo más que dos, pues los dos restantes fueron votados O 
informados negativamente. La Intendencia gestionó ante cl 
Banco de la República un crédito para las empresas, siendo 
garante de esa operación, pero dicha institución bancaria opinó 
que ese préstamo no se podía conceder si las obligaciones iban 
más allá del día en que vencía el mandato de la actual Admi- 
nistración Municipal, salvo que hubicra una opinión favorable 
de la Junta Departamental de Montevideo para otorgar esa ga- 
rantía mediante una mayoría especial. 


Queremos recordar que la Junta Departamental de Monte- 
video otorgó la mayoría especial para que la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo dicra esa garantía. Sin embargo, el Banco 
de la República solamente accedió a dar a las compañías de 
autobuses, con el aval de la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo, un plazo de veinticuatro meses para pagar los autobuses. 
Esta respuesta fue más avara que la que dio la banca privada, 
que ofreció plazos de tres años para efectuar el pago, con el 
aval de la Intendencia Municipal de Montevideo. Sin embargo 
-por suerte- en el año 1992 se logró un acuerdo con cl Ministe- 
rio de Transporte y Obras Públicas y se estableció un plan de 
compra por “leasing”, pagadero a cicn meses. Obsérvese que al 
pedido efectuado por la Intendencia Municipal de Montevideo 
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se contestó con una oferta de veinticuatro meses de plazo y al 
efectuado por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
con una de cien meses, sin otra garantía que la prenda de los 
vehículos. 


Aquí se ha argumentado por parte de algún señor legislador 
que la garantía de la Intendencia Municipal de Montevideo fue 
menor y de simple trámite. Pero' quienes nos metimos en los 
papeles para conocer cómo fue este trámite y saber por qué se 
requirió la garantía de la Inendencia Municipal de Montevideo 
además de la prenda de los vehículos, pudimos constatar que 
existen varios antecedentes judiciales en cuanto a que los jue- 
ces entienden que los autobuses de transporte colectivo son un 
bicn de uso público y, por lo tanto, nunca acceden a su embar- 
go y remate. En este caso, entonces, el aval de la Intendencia 
Municipal de Montevideo -que, con el acuerdo de la Junta 
Departamental de Montevideo, resolvió que si tas compañías se 
atrasaban en cl pago de las cuotas se retiraría el permiso de la 
línca y se pondría en seguida a disposición de otras empresas- y 
no la prenda del autobús es lo que garantiza que a la hora en 
que cl Banco de la República se vea perjudicado por el atraso 
en los pagos hay una forma efectiva de lograr que la empresa 
pague o que el autobús pase a ser propiedad de otra compañía. 


Hay que tener en cuenta que todo esto llevó dos años y 
durante este periodo se produjo la quiebra de dos empresas que 
no pudieron esperar la renovación de la flota. Nos estamos 
refiriendo a la empresa de trolebuses COOPTROL, con 540 
trabajadores, y a la empresa de autobuses COTSUR, con 528 
trabajadores. Durante cl año 1992 estas empresas quebraron, 
dejaron a los trabajadores en la calle y la Intendencia Munici- 
pal de Montevideo tuvo que remontar la situación, Durante dos 
días quedaron sin funcionar las líneas de COOPTROL y luego 
se restableció un servicio en forma provisoria, de la misma 
forma en que hoy están funcionando servicios provisorios de la 
empresa ONDA. En el caso de la empresa COTSUR, solamen- 
te un domingo no funcionaron sus líneas. Luego, por el acuerdo 
alcanzado y por la oferta de las líneas a las otras empresas, se 
logró que los 540 trabajadores de COOPTROL y los 528 de 
COTSUR tuvieran una continuidad en su fuente de trabajo, sin 
que ninguno perdicra un jomal ní lo correspondiente al salario 
vacacional. A la población de Montevideo esto no le costó 
nada del dinero que pagó por concepto de impuestos, porque 
fue cubierto con lo que se recibió de las otras empresas para 
tener la asignación definitiva de las líneas de COOPTROL y de 
COTSUR. Este es un dato interesante a tener en cuenta, porque 
muchas veces escuché cuestionar en forma muy vibrante algu- 
nos pagos efectuados a estas empresas, pese a la presentación 
de todos los comprobantes por parte de la Dirección de Tránsi- 
to de la Intendencia Municipal de Montevideo. Pero nunca se 
dijo -tampoco se valoró- que ninguno de los 540 trabajadores 
de COOPTROL y de los 528 de COTSUR, perdió un jornal ni 
su fuente de trabajo, en un país que está muy castigado en 
materia de empleos. No resisto la tentación de comparar esta 
situación que se dio en Montevidco con las empresas COOP- 
TROL y COTSUR con una similar que se produjo con la quie- 
bra de la empresa ONDA, en agosto de 1991, A octubre de este 
año nos encontramos con que hasta el momento sólo han sido 
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absorbidos 441 trabajadores de la empresa ONDA, quedando 
897 -aproximadamente los dos tercios de los empleados- sin 
poder cobrar haberes y despidos, por lo que están siguiendo un 
juicio contra la empresa: 


De acuerdo con la información que nos brindan los Ministe- 
rios de Transporte y Obras Públicas y Trabajo y Seguridad 
Social a quienes integramos la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del Senado, se calcula que aproximadamente 100 tra- 
bajadores más serán absorbidos -es decir que, en el futuro, 
tendrán acceso a una fuente de trabajo- porque todavía quedan 
por asignar definitivamente las líncas de Carmelo, San Grego- 
rio de Polanco, Porto Alegre, Córdoba y Buenos Aires. A más 
de dos años de la quicbra de la empresa ONDA contamos con 
cinco líneas, que involucran 100 puestos de trabajo, que toda- 
vía no han sido asignadas en forma definitiva. 


Con el pago que han hecho -en forma similar a como lo 
hicieron las empresas que se quedaron con las líneas de COOP- 
TROL y COTSUR- las empresas de iransporte interdeparta- 
mental por tener acceso de manera definitiva a las líneas de 
ONDA, se ha formado un fondo social de U$S 310.600 que, al 
día de hoy, se debería repartir entre los trabajadores, pero al 
que éstos, a más de dos años, todavía no han tenido acceso. 


Supongamos que hoy se soluciona el problema de ONDA, 
¿cuál sería el balance para comparar lo que sucedió en esta 
empresa con COOPTROL y COTSUR? Quedarían 541 perso- 
nas trabajando, pero 797 en la calle, sin ninguna posibilidad de 
acceder a un empleo y, además, un fondo de unos USS 350.000 
para repartir entre estas últimas. 


Creo que a la hora de juzgar y de opinar sobre el subsidio al 
boleto, las líneas de transporte y la renovación de flotas es 
bueno tener en cuenta el conjunto de los valores que se mue- 
ven, porque nosotros consideramos tremendamente el costo so- 
cial que sufre un trabajador que pierde cn Uruguay su fuente de 
trabajo. 


Finalmente, señalo que por parte de algunos señores legisla- 
dores se nos ha acusado de sufrir una especie de paranoia en 
cuanto a sentirnos perseguidos por el resto del espectro políti- 
co. Creo que todos podemos opinar y hablar de paranoia o no 
paranoia, pero en este caso habría que considerar el dato anota- 
do en cuanto a tener dos años en ascuas a la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo para, posteriormente, permitirle la renova- 
ción de la flota de la mano del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. : 


Nos gustaría describir algunos otros casos en los que la 
Intendencia Municipal de Montevideo ha recibido un trato di- 
ferente, distinto, especial -si no se quiere decir que se la segre- 
g6 o perjudicó- por parte de las autoridades nacionales. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ticne la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Solicito que se prorrogue el tiem- 
.po de que dispone el orador, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar, 
(Se vota) 

-712 en 76. Afirmativa. 

Puede continuar el scñor legislador Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Estábamos hablando de la acusación 
de paranoia y habíamos traído a colación lo que fue la renova- 
ción de la flota de transporte de la capital. 


Quiero mencionar otro ejemplo que creo que es válido: la 
deuda de AMDET con el Banco de la República. Esta fue 
contraída en el año 1961 y para quienes eran muy niños en esa 
época aclaro que AMDET significaba Administración Munici- 
pal de Transporte. Se hizo una importación de trolcbuses -los 
mismos que dejaron de funcionar en diciembre de 1991- y una 
parte sustancial de la deuda contraída con el Banco de la Repú- 
blica nunca fue pagada. 


Cuando yo integraba la dirección de la Asociación de Ban- 
carios del Uruguay, en más de una discusión con el entonces y 
ahora también director del Banco de la República Oriental del 
Uruguay, contador José Pedro Damiani, €l nos señalaba, para 
poner de manifiesto la preocupación que tenía por el futuro de 
dicha institución, cómo estaba el Banco de la República, en 
cuyo activo exigible todavía figuraba, entre las cuentas a co- 
brar, la deuda de AMDET del año 1961; y agregaba en esa 
forma tan gráfica que tiene para expresarse el contador Damia- 
ni: “¿Usted cree que alguna vez esta deuda va a ser cobrada 
por el Banco de la República? ¿Usted no cree que esta deuda 
habría que echarla a pérdida de una vez por todas?” Agregaba 
luego que, así como la deuda de AMDET, existían otros ejem- 
plos, pero el mencionado era señalado cada vez que teníamos 
la suerte de conversar con el contador Damiani, a quien mucho 
respetamos. 


Aquella deuda del año 1961 conoció Gobiernos Departa- 
mentales blancos, Gobiernos Departamentales colorados, Go- 
biernos Departamentales verdes, Gobiernos Departamentales 
colorados nuevamente, sin que nunca alguien se molestara o 
se preocupara por cobrarla, aunque ascendía a la friolera de 
USS 3:000.000. Sin embargo, en febrero de 1990, más precisa- 
mente a partir del 15 de febrero de dicho año, el Banco de la 
República comenzó ante la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo la gestión de cobro de la deuda de AMDET que venía 
desde el año 1961. Se estructuró un plan de pagos y al día de 
hoy, sin considerar los intereses abonados, se lleva amorlizada 
la deuda en U$S 1:043.000 del capital que se había comprome- 
tido -vucivo a repetir- en el año 1961. A partir de ese momento 
se sucedieron gobiernos; pasó mucha agua bajo los puentes, 
pero nunca nadie se preocupó por cobrar dicha deuda hasta que | 
llegó la mágica fecha del 15 de febrero de 1990. 


Se podría citar otro ejemplo. Todos conocemos el trabajo 
que se hizo durante la Administración anterior para Mevar a 
cabo la primera etapa dei plan de saneamiento de Montevi- 
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deo -es decir, el colector y el emisor subacuático- que, según 
recuerdo, fue terminada en la Administración anterior, Esta fue 
una obra muy importante, muy costosa, que fue financiada con 
fondos del exterior y cuyo pago sufragó Integramente el Go- 
bierno Nacional, 


En la actual Administración se empezó a llevar a cabo la 
segunda etapa de la obra de saneamiento de Montevideo. Como 
se sabe, hubo muchas discusiones que insumieron meses y en 
ellas la Intendencia Municipal de Montevideo reclamó el mis- 
mo trato que había recibido la anterior Administración. Sin 
embargo, tuvo que ceder y aceptar que del préstamo obtenido 
para hacer la segunda etapa del saneamiento de Montevideo, el 
50% será pagado por el Gobierno Nacional y el restante 50% 
correrá por cuenta de la Comuna. Éste es otro caso más de un 
tratamiento especial, distinto, que se tiene para con la inten- 
dencia Municipal de Montevideo. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - En este momento no hay quórum 
para seguir sesionando ya que hay sólo cuarenta y ocho señores 
diputados presentes. Se va a llamar a sala durante un minuto. 


(Entran a sala varios soñores legisladores) 

-Nuevamente se ha alcanzado cl quórum necesario, 
Puede continuar el señor legislador Bouzas, 

SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente... 

SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR BOUZAS. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede interrumpir el señor Jegis- 
lador, 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: quiero hacer 
una referencia en esta parte tan jugosa de la exposición del 
señor legislador Bouzas, cuando distingue los tratamientos da- 
dos al propio Gobierno Departamental de Montevideo, según el 
color de quien esté al frente de ese órgano, y no en función de 
las necesidades de los servicios. : 


En el informe en minoría, hacíamos alusión al momento en 
que el Tribunal de Cuentas revoca la delegación al contador 
Arici Alvarez -elemento gue realmente nos ponía en la alterna- 
tiva de pensar que allí no se había obrado con la suficiente 
ponderación por parte de aquel organismo- que por cierto des- 
empeñaba el cargo de contador general municipal y el de dele- 
gado del Tribunal de Cuentas ; y no porque existiera alguna 
incompatibilidad, pues la Constitución expresamente prevé que 
en los Entes Autónomos y Gobiernos Departamentales la fun- 
ción de contralor, o sea la intervención preventiva en gastos y 
pagos que hace esc Tribunal, la ejerzan los contadores de esos 
organismos. Lo mismo ocurre en OSE, UTE, ANTEL y AN- 
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CAP. Digo esto porque el tema se mencionó en alguna sesión 
anterior, 


Dentro de este cuadro de discriminaciones -y no son manías 
persecutorias- quiero señalar que se revocó la delegación al 
contador Ariel Alvarez «expresamente lo dice la resolución del 
Tribunal de Cuentas y también surge de conversaciones y acla- 
raciones que a él le hicieron personalmente algunos de sus 
miembros - porque hizo ciertas declaraciones en una emisora 


Reitero que el reproche es hacia el Tribunal de Cuentas y 
ño a ninguno de los organismos o protagonistas que voy a 
mencionar, Existen Intendencias, conerctamente la del departa- 
mento de Soriano, donde no hay intervención en los gastos y 
pagos por parte del contador delegado del Tribunal de Cuentas. 
Esta no existe, No se trata de que se intervenga poco a mucho; 
se ha decidido no realizar la intervención -y sus buenas razones 
tendrá esa Intendencia, que como tantas padece constantemente 
problemas financieros- porque clla sólo serviría para decir que 
tal pago no debería hacerse por falta de rubros o dinero, 


En materia de certificados del Banco de Previsión Social, 
no se trata de que alguna empresa haya presentado certificados 
falsos, como acá se ha dicho, Entiendo que ha quedado muy 
claro, y pienso que también para el Tribunal de Cuentas, que la 
falsificación de esos certificados nada fiene que ver con la 
Intendencia, que sólo los mira cuando se hacen los pagos. En la 
Intendencia de Soriano se decidió no exigir ningún certificado 
del Banco de Previsión Social a ninguna de las empresas que 
van a hacer cobros, entre otras cosas porque las Intendencias 
-salvo unas pocas- tampoco están en condiciones de ponerse al 
día con ese organismo. Entonces, repito que no se exige un 
solo certificado del Banco de Previsión Social. Pero como se 
habla de irregularidad, en caso de que lo fuera, debemos decir 
que ella corresponde al Tribunal de Cuentas, que se limita a 
hacer observaciones al contador y a la Intendencia una vez al 
año. Por supuesto, decimos esto con la mayor comprensión 
hacia ese organismo departamental, que sus buenas razones 
tendrá para hacerlo -sobre todo por las penurias que suelen 
padecer los Municipios del interior- así como hacia el señor 
contador, quien procedió de ese modo porque así fue decidido 
en el ámbito de esa Intendencia, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - ¿De cuánto tiempo dispongo, señor 
presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Restan veintión minutos de su 
tiempo, señor legislador. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: agradezco al señor 
legistador Korzeniak por el ejemplo que ha agregado a lo que 
veníamos diciendo y trataré de ser breve al referirme al resto, 


Según la reciente Rendición de Cuentas que acaba de votar 
este Parlamento, las Intendencias Municipales de todo el país, 
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excepto la de Montevideo, pagan sus aportes patronales a tra- 
vés de los recursos que Rentas Generales vierte al Banco de 
Previsión Social, 


Asimismo, en dicha Rendición de Cuentas se aprobaron dos 
partidas de U$S 5:000.000 -una para el año 1993 y otra para 
1994- a fin de que las Intendencias Municipales, salvo la de 
Montevidco, realicen trabajos de caminería en sus respectivos 
departamentos. Pero ello no siempre fue así, Por ejemplo, a 
través de los artículos 61 y 62 de la ley N* 16.002, de 25 de 
noviembre de 1988, se efectuó un reparto de fondos entre todas 
las Intendencias Municipales sin excepción alguna. Al respec- 
to, cabe recordar que en el año 1988 el Partido Colorado gober- 
naba el país y también la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo. En esa oportunidad, se llevó a cabo un reparto de fondos 
que el gobierno entregaba a la Intendencia Municipal por con- 
cepto de obras que debía realizar, y para ello se firmó un 
convenio. Tengo en mi poder una fotocopia de ese convenio 
firmado entre la Intendencia Municipal de Montevideo y el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas de la época, que 
fuera aprobado por decreto del señor presidente de la Repúbli- 
ca de entonces, doctor Julio María Sanguinetti. 


De manera que la Intendencia Municipal de Montevideo se 
comprometió a realizar determinadas obras -que debía pagar 
con su dinero- durante los años 1988 y 1989 y, una vez finali- 
zadas, se le reembolsarían USS 4:000,000, ta mitad en 1988 y 
el resto cn 1989. Sin embargo, al día de hoy la Intendencia 
Municipal sólo ha recibido por las obras realizadas la cantidad 
de U$S 917.792 en maquinaria y todavía continúa haciendo las 
gestiones correspondientes para el cobro del resto de las parti- 
das asignadas. 


Entiendo que se pueda considerar que de parte de la Inten- 
dencia Municipal de Montevideo existe una espocie de para- 
noia o complejo de persecución, pero también pido, ¡por favor! 
que se admita que son muchos los casos de discriminación o -si 
la expresión resulta fuerte- de tratamiento especial y distinto 
para con la Intendencia Municipal de Montevideo. 


Creo que también vale la pena tener en cuenta que así como 
aquí hemos escuchado intervenciones de varios señores legisla- 
dores, diariamente se observa en la prensa que, frente a cada 
duda referida a la actuación de la Intendencia Municipal de 
Montevideo, no alcanza con pedir una aclaración, una informa- 
ción, o con llamar al responsable a sala o a Comisión para que 
explique las razones del gobierno departamental, sino que in- 
mediatamente los términos “corrupción” o “delito” y el respon- 
sable del área es tildado de corrupto o de delincuente. Se exi- 
gen investigaciones hasta las últimas consecuencias -nunca supe 
cuáles ni cuántas son- y para eso se utiliza, por parte de las 
fuerzas políticas, el concurso de algunos señores ediles -siem- 
pre los mismos- que, con una generosa acogida en la prensa, 
hacen acusaciones y pedidos de informes que ocupan varias 
páginas. Me viene ahora a la memoia la presunta aparición de 
un animal, que podría ser una vinchuca -una sola- en cl Hotel 
Casino Carrasco, lo que dio lugar a toda una gran discusión 
durante, no sé si semanas, pero sí seguramente días. 
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Otro caso ocurrió con la inauguración de la peatonal Saran- 
dí donde el gran problema es que hay una fuente que no tiene 
el correspondiente chorro de agua. Ello dio lugar a páginas, 
útulares, acusaciones de corrupción, de delincuencia y todo lo 
demás; parecería que con el chorro y el agua se hace una 
asociación de ideas. 


También está la reciente denuncia de que un grupo de orga- 
nizaciones está recogiendo firmas en un local municipal para 
apoyar la forma de hacer más distributivos los impuestos muni- 
cipales, es decir que pague más el que tiene mayores recursos y 
que abone menos el que recibe menores ingresos, como dice el 
señor intendente municipal de Montevideo. ¿Dónde se estaban 
juntando las firmas? ¿En qué local municipal? ¿En qué atrio 
municipal? Se estaban recogiendo en el Control de Omnibus 
ubicado en la calle Mercedes y Arenal Grande, es decir, un 
local público como cualquier otro, porque allí no solamente se 
recogen firmas en apoyo del catastro municipal, sino que tam- 
bién hay, por ejemplo, vendedores de golosinas. 


Entonces, advertimos que hay un bombardeo permanente 
en una operación que califico de acoso y derribo contra el 
gobierno municipal de Montevideo. Teniendo presente esta ope- 
ración -repito- de acoso y derribo, con los ejemplos que hemos 
brindado y con todo lo que se instrumenta en la prensa, perma- 
nentemente alimentado por un grupo de señores ediles -rcitero, 
siempre los mismos- afirmo que mi compañero el señor sena- 
dor Korzeniak no está muy alejado, sino más bien muy acerta- 
do cuando señala que el Tribunal de Cuentas no se ha podido 
sustracr al clima creado desde esas fuerzas políticas, a pesar de 
su integración. No dudamos de que sus miembros sean per- 
sonas honorables, pero tampoco dudamos de que su integra- 
ción -cuatro miembros por la mayoría y tres por la minoría- es 
política, ya que no se ha querido que sea un órgano plural, que 
refleje al Uruguay de hoy. Este no es más bipartidista; actual- 
mente hay otras fuerzas en juego que tienen peso, y la existen- 
cia de una Intendencia Municipal de Montevideo dirigida por una 
tercera fuerza molesta mucho a los dos partidos tradicionales, 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR BOUZAS. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Señor presidente: desde 
hace tiempo se viene ambientando una especie de aureola so- 
bre la idoncidad moral de los partidos tradicionales en materia 
administrativa. Inclusive, en la sesión anterior de la Asamblea 
General, el señor senador Korzeniak dio un ejemplo en el que 
un auditor del Tribunal de Cuentas, que fue contratado por un 
organismo, eventualmente podía se designado para auditar en 
ese organismo; y eso lo ha tomado como una señal de poten- 
cial irregularidad administrativa de otros partidos políticos. En- 
tonces, nosotros preguntamos y planteamos dudas que tenemos 
y que aún no se han esclarecido. No han dicho si el señor 
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intendente Tabaré Vázquez preguntó o no al Tribunal de Cuen- 
tas si el contador general de la Intendencia, al asumir un cargo 
de particular confianza, podía o no seguir siendo auditor de la 
propia Intendencia Municipal. 


El señor senador Korzeniak dice que abrimos muy poco la 
Constitución de la República; así lo ha declarado. Acaba de 
referir al literal B) del artículo 211 de la Carta y dice que el 
Tribunal de Cuentas avala que un contador o un funcionario de 
un organismo pueda actuar como auditor del propio organismo. 
Lo que no aclara el constitucionalista, señor senador Korzeniak 
-que bien podría aclararlo ahora mismo- es si conoce o no la 
ordenanza N* 64/88. Digo esto porque el literal B) del artículo 
211 de la Constitución de la República establece “con sujeción 
a lo que disponga la ley”. 


No sólo el señor senador Korzeniak conoce la ordenanza 
N” 64/88, que regula a los auditores, sino que también la cono- 
ce el señor intendente de Montevideo. Entonces, ¿qué es lo que 
hace el señor intendente de Montevideo el 13 de marzo de 
1991? Solicita al Tribunal de Cuentas que habilite la excepción 
que establece el artículo 8” de la ordenanza N” 64/88, que aún 
no ha explicado el señor senador Korzeniak. 


Esta ordenanza prohíbe que los ordenadores de gastos y los 
titulares de cargos de particular confianza puedan ser, al mismo 
tiempo, auditores en el mismo organismo y faculta, por vía de 
excepción, a que el Tribunal de Cuentas -en algún caso funda- 
do- pueda permitir que la misma persona sea juez y parte. 
¿Quién fue el que solicitó la aplicación de esta excepción al 
Tribunal de Cuentas el 13 de marzo de 1991 cuando se designa 
en un cargo de particular confianza al contador Alvarez? El 
propio señor intendente municipal de Montevideo diciendo: 
“Dentro de esta marco, esta Intendencia estima oportuno encar- 
gar al contador general municipal, Cr. Ariel Alvarez, que es 
además delegado de vuestro Tribunal de Cuentas, la Dirección 
de una de la áreas de la nueva estructura, la denominada * Ad- 
ministración de Recursos Financieros”, que englobará al Depar- 
tamento de Hacienda y a la Contaduría General”, En esta mis- 
ma carta, firmada por el señor intendente, también se solicita al 
Tribunal de Cuentas que se sirva dictar una resolución expresa 
autorizando al contador Ariel Alvarez, delegado de ese Tribu- 
nal, a asumir, además, las tareas referidas en el párrafo segun- 
do. ¿Y qué dice el párrafo segundo? Habla del cargo de parti- 
cular confianza: director de una nueva División a ser creada. 
¿Qué fue lo que pidió el Frente Amplio en Montevideo, en 
ejercicio legítimo del Gobierno Departamental? Ser juez y par- 
te de la misma situación. ¿Y que hace el Tribunal de Cuentas? 
Se lo concede fundadamente; lo único que le pide es que la 
dualidad de funciones entre en vigencia cuando el contador 
Alvarez sea designado director de la División. Entonces, el 
propio intendente de Montevideo le avisa al Tribunal de Cuen- 
tas que el contador Alvarez ya fue designado el día 22 de 
marzo y que entonces, está en condiciones de seguir ejerciendo 
el cargo de autoauditor. 


Por lo tanto, la Administración frenteamplista de Montevi- 
deo no está en condiciones, según mi humilde opinión, de 
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aseverar sobre potenciales y eventuales chances de que un con- 
tador del Tribunal de Cuentas no pueda ser contratado por otro 
organismo porque podría ser designado delegado auditor; no 
está en condiciones de presumir... 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


-... ausencia de idoneidad moral en nuestras Administracio- 
nes, porque es el arquetipo perfecto de la posible violación de 
esa idoneidad que hoy se señala. Sería oportuno que con mayor 
conocimiento académico -lo digo con todo respeto- el constitu- 
cionalista señor senador Korzeniak explicara a este Cuerpo si 
lo que acabo de decir es verdad o es mentira. Y a tales efectos, 
le brindo la documentación pertinente autenticada. 


(Hilaridad) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Bouzas. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¡Pido la palabra para contestar 
una alusión! 


SEÑOR PRESIDENTE, - Discúlpeme, señor legislador, pero 
no le puedo conceder ta palabra para contestar una alusión 
porque quien está en uso de la palabra es el señor legislador 
Bouzas. 


SEÑOR DIAZ CHAVES. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MARTORELL LIBRAN. - ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR BOUZAS. - Ya que el señor legislador Korzeniak 
ha finalizado su exposición, creo que puede contestar la alusión 
de que ha sido objeto. 


El señor legislador Díaz Chaves me hace saber que renun- 
cia a su pedido de interrupción a efectos de que el señor legis- 
lador Martorell Librán pueda realiza la que me solicitó y que le 
concedo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador Martorell Librán. 


SEÑOR MARTORELL LIBRAN. - Señor presidente: he 
escuchado con mucha atención toda la fundamentación realiza- 
da por el señor legislador Bouzas sobre un tema de tanta im- 
portancia como es el del boleto en el transporte colectivo de 
Montevideo. 


Todos hemos advertido que desde febrero de 1990 no apa- 
recen más en la televisión aquellos señores representantes de 
las empresas de transporte colectivo quejándose de que no le 
sirve el precio del boleto que fija la Intendencia. Reitero que, 
por suerte, desde febrero de 1990 no hemos visto a ningún 
señor director de las empresas de transporte colectivo de Mon- 
tevideo reclamando un mejor precio del boleto. 
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Por otra parie, deseo señalar un aspesto muy concreto y 
muy evidente: los precios de llave por las partes o cuota-partes 
de los ómnibus del transporte colectivo, en dólares, han llegado 
a triplicarse en los últimos tres años. Si se observan los precios 
de las agencias que se dedican a esa venta, se advertirá un 
hecho muy importante; por algo ha subido tanto el valor de los 
permisos. La ciudadanía de Montevideo tendrá que saberlo hoy 
o cualquier otro día, 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS,. - Señor presidente: hemos basado nues- 
tra exposición en hechos, en datos y en cifras, y cualquiera que 
tenga alguna duda acerca de ellos puede recurrir a los archivos 
del Palacio Legislativo o a los datos y cifras que la Intendencia 
de Montevideo tiene a disposición de toda la ciudadanía. 


Hemos demostrado que, efectivamente, hay dos formas de 
encarar la situación: subsidio implícito pagado por parte de 
quienes viajan en ómnibus o subsidio explícito solventado por 
todos los montevideanos. Nos inclinamos por la segunda, del 
mismo modo que no querernos un Impuesto a la Renta como el 
que actualmente existe en el país, que solamente es abonado 
por aquellos que tienen un ingreso fijo que puede ser determi- 
nado en un recibo de sueldo o de jubilación. 


Hay que buscar la forma de atender el problema de una 
empresa de transporte en quiebra, teniendo en cuenta sobre 
quién recaen los costos. Al respecto, ya hemos citado, por un 
lado, los ejemplos de COOPTROL y COTSUR, que empleaban 
a más de mil trabajadores, y por otro, el caso de ONDA, que 
daba trabajo a una cantidad similar de personas. Además, con 
todos los demás datos, que son certificables -no son afirmacio- 
nes en el aíre, ni suposiciones- creo que más que sufrir de 
paranoia o de complejo de persecución, la Intendencia Munici- 
pal de Montevideo se está debatiendo y llevando adelante un 
plan que defendió desde el primer día en que pidió su voto al 
ciudadano, pese a la operación de acoso y derribo instrumenta- 
da por el Partido Colorado y por el Partido Nacional, de la cual 
los señores integrantes del Tribunal de Cuentas no han podido 
sustraerse. - 


SEÑOR KORZENIAK,. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: voy a contestar 
la alusión de la que he sido objeto por parte del señor legislador 
Amorín Supparo. 


El artículo 211 de la Constitución establece en su literal B) 


que compete al Tribunal de Cuentas: “Intervenir preventiva- 
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mente en los gastos y los pagos, conforme a las normas regula- 
doras que establecerá la ley y al solo efecto de certificar su 
legalidad (...)”. En el mismo literal estipula lo siguiente: “En 
los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, el cometido a que se refiere este inciso podrá 
ser ejercido con las mismas ulterioridades, por intermedio de 
los respectivos contadores o funcionarios que hagan sus veces, 
quienes actuarán en tales cometidos bajo la superintendencia 
del Tribunal de Cuentas, con sujeción a lo que disponga la ley, 
la cual podrá hacer extensiva esta regla a otros servicios públi- 
cos con administración de fondos”. 


De manera que, desde el punto de vista jurídico, no tiene 
absolutamente nada de raro -luego vamos a observar otro as- 
pecto- que el contador de un Gobierno Departamental o el de 
un Ente Autónomo o Servicio Descentralizado, simulláneamente 
y teniendo sobre sí una especie de doble jerarquía -la del servi- 
cio a que pertenece más la del Tribunal de Cuentas- ejerza esa 
doble función, Todo el mundo sabe que cuando se va a ordenar 
un pago, una operación financiera en el Banco Central, en el 
Banco de la República, en UTE, en OSE y en todos los orga- 
nismos no se manda el expediente al Tribunal de Cuentas. El 
contador del organismo, simultáncamente, controla en nombre 
del Tribunal de Cuentas y es a su vez el contador general de 
ese organismo; contador de carrera -como pasaba en el Banco 
de la República durante muchos años- o contador como cargo 
de confianza, como pasa en muchos organismos cuando se 
nombra a una persona en ese carácter. 


Para este último caso, reglamentando este artículo estable- 
cido en la Constitución, el Tribunal de Cuentas dictó una orde- 
nanza que dice que si es un cargo de confianza es necesario 
entonces que el Tribunal haga la excepción. Asimismo, la Ley 
Orgánica Municipal de 1935 ya previó esta situación del conta- 
dor general municipal como cargo de confianza. De manera 
que la primera diferencia entre el caso del arrendamiento de 
obra planteado en la otra oportunidad y éste, es que este caso 
está absolutamente arreglado a la Constitución. El contador 
Ariel Alvarez, antes de que la delegación del Tribunal de Cuentas 
le fuera retirada por motivos ajenos al servicio, estaba en esa 
doble función con arreglo a la Constitución, a la ley, a la 
ordenanza del Tribunal de Cuentas y a la excepción dictada 
expresamente a raíz de la carta que el señor legislador Amorín 
Supparo leyó. Esa carta existió y yo la conocía desde el mo- 
mento en que se expidió; carta que no ha sido enviada en 
muchos casos -diría que en el 99%- de organismos autónomos 
en los cuales existe la misma situación. 


El segundo punto me interesa mucho más para deslindar 
una hipótesis de la otra. Vamos a no mirar esos hermosos 
“vitraux”; no nos hagamos los que estamos mirando dibujos, 
puesto que hay una pinacoteca muy bonita que podemos ver, 
pero fuera de la sesión. 


El contrato de arrendamiento de obra de dos funcionarios 
del Tribunal de Cuentas implica que uno de ellos, eventual- 
mente, puede auditar aquí, es decir que ese funcionario -vamos 
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a decirlo con mucha franqueza- cobra su sueldo en el Tribunal 
de Cuentas y percibe por el arrendamiento de obra algo que se 
puede llamar honorario o como sea. Pero, se llame como se 
llame, la ley dei año 1953 lo prohíbe y dice que es ilegal, y 
sucesivas disposiciones legales lo han ratificado. El contador 
general municipal, el compañero Ariel Alvarez, por desempe- 
ñar esa doble función no cobraba dos salarios, ni un salario más 
honorarios, ni un salario más una partida, se llame como se 
llame. De manera que vamos a clarificar las diferencias de los 
dos casos, porque en uno hay legalidad y no se realiza un doble 
cobro, mientras que en el otro, según nuestra opinión, se estaba 
violentando una disposición; y esto lo aprobó el Tribunal de 
Cuentas. No estaba violentando una ordenanza cuando le dio la 
delegación al contador Ariel Alvarez, que luego se la quitó; 
pero en este caso, obviamente, de lo que se trata es de algo que 
la ley no quiere: que se perciban dos emolumentos -se llamen 
como se llamen- en la administración pública. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor García Pintos. 


SEÑOR GARCIA PINTOS. - Señor presidente: vamos a 
tratar de ser lo más breves posibles. En primer lugar, debemos 
decir que la resolución de la mayoría de la Comisión dice: 
“Desestímase la denuncia que la Junta Departamental de Mon- 
tevideo formuló contra el Tribunal de Cuentas y declárase que 
de estas actuaciones no surgen -de acuerdo al artículo 209 de la 
Constitución- elementos que configuren omisión, ineptitud o 
delito por parte de los señores ministros del referido Tribunal”. 
Esta va a ser la resolución que va a votar nuestro sector políti- 
co, la Cruzada 94. 


En segundo término, queremos decir que cualquiera de los 
legisladores que integramos esta Asamblea General estaría muy 
equivocado si no pensara, por lo menos por treinta segundos, 
que este problema con el Tribunal de Cuentas comienza cuan- 
do la Junta Departamental de Montevideo, con fecha 4 de mayo 
de 1993, emite una resolución que en su primer punto dice que 
no considera propia de las responsabilidades inherentes a su 
investidura tomar como base de sus decisiones la documenta- 
ción recibida del Tribunal de Cuentas de la República por con- 
tener ésta irregularidades incompatibles con su autenticidad. Si 
nosotros creyéramos que el enfrentamiento con el Tribunal de 
Cuentas comienza con esta resolución de la Junta Departamen- 
tal de Montevideo seríamos ingenuos, seríamos cándidos. El 
enfrentamiento no comienza aquí. Hay toda una estrategia de 
enfrentamientos con el Tribunal de Cuentas, como también con 
el resto del sistema político, que nace en la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo; deberíamos decir en la mayoría del go- 
bierno departamental de Montevideo. 


Se trata de una estrategia que pudo llegar a su paroxismo 
cuando esta resolución de la Junta Departamental de Montevi- 
deo pretendió endilgar, aparentemente, ineptitud, omisión o de- 
lito a los miembros del Tribunal de Cuentas o a algunos de sus 
funcionarios de alta jerarquía o de probada profesionalización. 


Esta estrategia nace en 1990, por una razón muy sencilla: 
era evidente que la campaña electoral del Frente Amplio, pla- 
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gada de imaginería administrativa, iba a enfrentarse -cuando 
aterrizaran, cuando pusieran los pies en la tierra- al contraste 
entre lo que da la imaginación y lo que permite la realidad. Era 
evidente que cuando pretendieran empezar a llevarse por de- 
lante las observaciones del Tribunal de Cuentas, a la minoría 
de la Junta Departamental de Montevideo o a cualquier orga- 
nismo de este país que pudiera enfrentárseles, iban a tener que 
hacer lo posible por desbrozar el camino. 


Obra en mi poder un trabajo al que voy a dar lectura, a 
modo de ayuda memoria, haciendo un poco de resumen. Dice 
así: “El jueves 8 de noviembre de 1990, en un acto público 
realizado con motivo de la inauguración de la sede del Centro 
Comunal Zonal 1, en el Mercado Central, el intendente munici- 
pal de Montevideo manifestó que no contestará al primer punto 
de un pedido de informe que le formuló el Tribunal de Cuentas 
relacionado con el Presupuesto Quinquenal para la Intendencia 
de Montevideo por el período 1990-94, Asimismo el intendente 
manifestó, según la versión que trasmitieron prácticamente to- 
dos los medios de difusión, sin que ello fuera desmentido, que 
la información que le estaba negando al Tribunal se la brinda- 
ría a los vecinos de Montevideo”. 


También cuento con algunas fotocopias de diarios de la 
época. No se trata solamente de publicaciones de que alguna 
manera puedan considerarse vinculadas a los partidos tradicio- 
nales, sino que hay diarios como “La Hora Popular” -que en 
aquellos tiempos todavía existía- que avalan lo que nosotros 
vamos a decir. Por ejemplo, una de esas publicaciones dice: 
“intendente Vázquez: “¿Saben una cosa, vecinos? No le vamos 
a contestar”. ¡Qué posición, señor presidente, frente al Órgano 
que es el encargado, por imperio de la Constitución de la Repú- 
blica, de controlar todo lo que tiene que ver con una materia 
que es fundamental, en este caso frente a la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo! ¿Qué le quería controlar el Tribunal de 
Cuentas? Quería controlarle lo que tenía que ver con las parti- 
das, con los gastos, con las salidas, con los ingresos y con los 
egresos del Presupuesto Quinquenal. 


Más adelante, el mencionado artículo dice: “La informa- 
ción solicitada sobre el ejercicio 1990 *no tiene nada que ver 
con el presupuesto 1991-94” ”. 


Por otro lado, en el diario “La Hora Popular”, de fecha 9 de 
noviembre de 1990, hay un suelto que dice: “El organismo de 
contralor efectuó planteos a la comuna que ponen en peligro el 
presupuesto municipal aprobado en la Junta...”. 


(Campana de orden) 

SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa advierte que hay sólo 
cuarenta y seis señores diputados en sala. Por lo tanto, corres- 
ponde llamar a sala durante un minuto. La Mesa aclara que en lo 
que tiene que ver con los señores senadores, hay número. 


(Entran a sala varios señores legisladores) 


-Se ha restablecido el número. 
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Puede continuar el señor legislador García Pintos. 
SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GARCIA PINTOS. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: quisiera reiterar 
la moción de sesiones anteriores en cuanto a que si, por algún 
motivo, la Asamblea General quedase sin número, continúe 
considerando los temas establecidos el próximo martes a la 
hora 17. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de orden 
presentada por el señor legislador Ricaldoni. 


(Se vota:) 
SEÑOR HEBER. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor, antes de proclamar la votación. 


SEÑOR HEBER. - Señor presidente: quisiéramos solicitar 
al señor legislador Ricaldoni que la sesión continúe el lunes de 
tarde porque la Cámara de Representantes tiene mucho trabajo 
atrasado, que ha venido postergando a causa de estas sesiones 
de la Asamblea General, y es necesario que sancione varios 
proyectos de ley que tiene a su consideración. De cualquier 
manera, espero que la sesión de hoy no quede sin número y que 
pueda finalizar su trabajo, así cada una de las Cámaras podrá 
abocarse al trabajo que tiene pendiente. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: tal como lo dije 
en una intervención anterior, el sentido de mi moción es que 
este tema termine de considerarse definitivamente en la Asam- 
blea General. 


Puede haber visiones distintas de la cuestión, pero mucho 
me temo que sea más difícil conseguir quórum para la Asam- 
blea General el día lunes que el martes. No tengo inconvenien- 
te en mi caso personal, pero sí sé que lo tienen otros señores 
legisladores. 


No quiero provocar un diálogo con el señor legislador He- 
ber, pero quisiera preguntarle si no sería más simple que la 
Cámara de Representantes modificara el día de sesión para el 
lunes. Si se me contestara que no, ello sería la prueba de que la 
Asamblea General tampoco podría reunirse ese día porque, 
indudablemente, es mucho más dificultoso conseguir el alto 
quórum de integrantes de la Cámara de Representantes que el 
de los del Senado. 
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No quiero distraer la atención del Cuerpo con este tema ni 
robar el tiempo de que dispone el señor legislador García Pin- 
tos. 


Honestamente, creo que es más previsible que si hoy la 
Asamblea General queda sin número -lo que no deseamos- 
pueda continuar el martes y no el lunes, 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Cámara de Representantes no 
puede sesionar el lunes porque no es día de sesión ordinaria. 
Para hacerlo, debería haber una resolución especial de la pro- 
pia Cámara. 


En todo caso, creo que la discusión es ociosa porque si la 
Asamblea queda sin número la Presidencia igual va a citarla 
nuevamente para el día martes. El presidente está habilitado 
para hacerlo; en todo caso lo hará en acuerdo con el presidente 
de la Cámara de Representantes. 


VARIOS SEÑORES LEGISLADORES. - ¿No se votó? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se había votado cuando el señor 
legislador Heber pidió la palabra para objetar que la sesión 
continuara el día martes. 


Creo que de mis últimas palabras queda claro que la 
preocupación que la Asamblea General pueda volver a reunirse 
-para lo que se ha planteado una moción de orden- en este 
momento ya no tiene sentido porque la Mesa igualmente va a 
proceder a la citación, se vote o no esta moción. 


Si la Asamblea General se queda sin número, la presidencia 
la volverá a citar para el día martes, por lo que si tenemos 
voluntad de sesionar nos reuniremos nuevamente ese día, en un 
horario que no perjudique demasiado la actividad de la Cámara 
de Representantes. 


Puede continuar el señor legislador García Pintos. 


SEÑOR GARCIA PINTOS. - Señor presidente: estaba di- 
ciendo que un artículo de “La Hora Popular”, del día 9 de 
noviembre de 1990, decía en un recuadro importante: “El orga- 
nismo de contralor efectuó planteos a la comuna que ponen en 
peligro el presupuesto municipal aprobado en la Junta. Si el 
Tribunal de Cuentas no dictamina antes del 15 de diciembre 
próximo, la Intendencia se queda sin presupuesto por cinco 
años, configurando un hecho sin precedentes. El Tribunal pidió 
exhaustivo informe a la comuna que fue considerado por Váz- 
quez como “improcedente” ”. 


Otro suelto de prensa -estarmmos hablando de 1990, cuando 
comienza en realidad el enfrentamiento con el organismo- dice: 
“Intendencia no dará al Tribunal de Cuentas informe que no 
tiene facultad de solicitar”. Dice el intendente en esta nota: 
“No vamos a doblar los principios rectores de nuestro trabajo. 
No vamos a aceptar imposiciones improcedentes. No nos van a 
manipular políticamente. No vamos a dejar que nos quieran 
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correr con el poncho. Acá se trata de respetar la voluntad popu- 
lar y ésta debe ser respetada”. 


Estaba hablando del Tribunal de Cuentas, que no estaba 
haciendo otra cosa que solicitar lo que precisamente le marca 
la Constitución de la República: hacer los contralores precepti- 
vos sobre una materia tan importante. 


Otro artículo de prensa del mismo día dice: “Vázquez en 
guerra con Tribunal de Cuentas: no responderá solicitud”. A 
esta altura, uno se pregunta qué barbaridades estaría pidiendo 
el Tribunal de Cuentas, qué cosas difíciles de acceder para el 
intendente Municipal y para el contador general municipal res- 
pecto de la materia que nos ocupa. 


Vamos a detallar algunas de las trece informaciones que 
pedía el Tribunal de Cuentas: Ejecución Presupuestal del ejer- 
cicio 1990 hasta el 30 de setiembre de 1990, inclusive, presen- 
tando en forma discriminada los ingresos y egresos respectivos 
y su comparalivo con lo presupucstado vigente; forma de 
cálculo de retribuciones personales y cargas legales, subsi- 
dios -acá empieza a aparecer una palabrita clave, que comien- 
za a transformarse desde el año 1990 en la llave de todos estos 
enfrentamientos- y otras transferencias -rubro 7- aumentos pre- 
vistos, etcétera, especificando dónde se incluyeron los sueldos 
del Departamento de Hoteles, Casinos y Turismo; obligaciones 
en moneda extranjera, tipo de cambio estimado y rubros en que 
se encuentran financiadas, En el punto 8 salta la cuestión fun- 
damental: concepto y destino de subsidios, en especial bases de 
cálculo del subsidio al boleto. 


Acá viene lo fino, señor presidente: acá viene el razona- 
miento exhaustivo. Este y algún otro punto fue lo que irritó a la 
Intendencia Municipal de Montevideo y al gobierno frenteam- 
plista. Acá se le empezaron a meter adentro de la casa a la 
Intendencia de Montevidco. Les empezaron a preguntar cómo 
era eso del subsidio del boleto, cómo lo iban a hacer, si con la 


Constitución y con la ley en la mano o si iban a tratar de - 


aplicar lo que fue el discurso de la campaña electoral ahora que 
eran gobierno. Porque si era así, cualquiera podía pensar que 
no se iba a hacer precisamente con la Constitución y con la ley 
en la mano. 


Allí, y no en otro momento, comienzan los enfrentamientos 
con el Tribunal de Cuentas, y por lo tanto empieza a desplegar- 
se una estrategia elaborada tiempo atrás que apuntaba precisa- 
mente a desacreditar a dicho organismo. ¿Por qué? Porque cl 
Tribunal de Cuentas era el gran obstáculo a remover en el 
camino de la administración frenteamplista, que sin duda que- 
ría cumplir con su promesa preelectoral, entre otras cosas la de 
rebajar el precio del boleto. 


Sin embargo, la imaginería los llevó a un duro enfrenta- 
miento con la realidad: no lo iban a poder hacer sencillamente, 
sino que iban a tener que caminar por el pretil de la Constitu- 
ción, por el pretil de la ley y aun por el pretil del sentido 
común. Había que remover al Tribunal de Cuentas del camino 
de la Intendencia Municipal de Montevideo, porque este orga- 
nismo era el que sin duda le iba a observar muchísimas Cosas. 
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El Tribunal de Cuentas, sin lugar a dudas, iba a desenmas- 
carar a una administración que estaba dispuesta a caminar por 
el pretil de todo lo que significa la certeza jurídica para los 
vecinos de Montevideo. Allí, y no en otro momento, comien- 
zan los enfrentamientos con el Tribunal de Cuentas, 


Fui edil en la Junta Departamental de Montevideo durante 
el período 1985-1990, y durante la administración anterior se 
podía advertir que las observaciones del Tribunal de Cuentas 
eran respetadas por la Comuna colorada y, por supuesto, por la 
mayoría de la Junta. Las cosas se hacían como se debía. Suce- 
de que en aquella época no existía sector, colectividad o con- 
junto de colectividades políticas que defendiera y ensalzara 
más las virtudes de contralor del Tribunal de Cuentas que el 
Frente Amplio; nadie lo hacía mejor que éste. Lo que se hizo 
durante la administración anterior cuando se era oposición, no 
es precisamente lo que se hace ahora cuando los controlados 
son ellos, 


Las instituciones no son desechables como los envases de 
leche que se cortan, se utilizan y luego se arrojan; esa es, 
lamentablemente, la triste impresión que nos queda de lo que 
está haciendo la Intendencia Municipal de Montevidco y la 
mayoría regimentada de la Junta Departamental que, como die- 
ciséis soldaditos de plomo, levantan la mano para aprobar cada 
asunto que provenga del ejecutivo departamental en pugna con 
el Tribunal de Cuentas. 


Rechazamos esta política de enfrentamiento al Tribunal de 
Cucntas que comienza con una estrategia elaborada ya a fines 
de 1989, porque nos parece sumamente peligroso estar jugando 
a las dictaduras administrativas en el gobierno de Montevideo. 
Este enfrentamiento por el tema municipal ha sido permanente, 
no sólo con relación al Tribunal de Cuentas, sino también con 
el resto del sistema político. En el Parlamento hemos acudido 
en más de una oportunidad al tratamiento y a la discusión de 
iemas importantes que también tenían que ver con el descono- 
cimiento de la Constitución, de la ley y del propio sentido 
común. 


¿Quién no recuerda el tratamicnto del tema de los Centros 
Comunales Zonales? Vecinos de Montevideo recogieron firmas 
y cuando el tema iba a ser abordado en el Parlamento apareció 
la derogación del decreto por parte del propio intendente muni- 
cipal de Montevideo, que vio la batalla perdida de antemano y 
en virtud de ello lo anuló, colocando el tema de la creación de 
los Centros Comunales Zonales mucho más dentro de la Cons- 
titución, de la ley y del sentido común, 


Posteriormente discutimos el tema del ambulantismo, que 
en manos de esta administración frenteamplista se llevaba por 
delante los derechos de una cantidad impresionante de personas 
-cientos de miles de vecinos de Montevideo, tanto comercian- 
1es establecidos como vecinos que no podían transitar por Mon- 
tevideo- porque aquella situación desbordada conspiraba contra 
el funcionamiento de la ciudad en los puntos en que se concen- 
traba el ambulantismo. Este fenómeno se concentraba en 
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determinados lugares, pero como una epidemia amenazaba 
con distribuirse por todos los barrios de la ciudad, especial- 
mente en los que existe mayor actividad comercial, 


Otro tema de enfrentamiento fue el de los taxímetros. La 
Cámara de Diputados tuyo que actuar en ese asunto y recuerdo 
que el señor legislador Cantón brindó un informe sobre este 
tema; finalmente, la Cámara le dio la razón a los vecinos del 
departamento de Montevideo que habían reclamado sobre este 
punto. 


Y el Parlamento tuvo que intervenir una vez más con el 
tema del catastro. Sin duda, con este tipo de discusiones y 
enfrentamientos la Intendencia Municipal de Montevideo nos 
asegura la fuente de trabajo, Este tema no está agotado ni 
mucho menos. Se derogaron los artículos 17 y 22 de un decreto 
de la Junta Departamental de Montevideo, sobre Rendición de 
Cuentas, y en la Intendencia parece que no hubiera pasado 
nada. 

Vuelve sobre el tema -ya había habido una observación del 
Tribunal de Cuentas- y ahora, en el último decreto sobre Ren- 
dición de Cuentas, insiste por una cuerda paralela, con un re- 
sultado muy similar al anterior. El Tribunal de Cuentas lo vuel- 
ve a observar en las últimas horas. O sea, este enfrentamiento 
es de nunca acabar. 


Finalmente, llegamos al punto famoso del subsidio del bo- 
leto, sobre el que, por supuesto, tenemos alguna cosita para 
decir. Arranco señalando que al cierre de la administración del 
Partido Colorado -estamos hablando de fines de 1989 y co- 
mienzos de 1990- el precio promedio del boleto -préstese aten- 
ción a lo que vamos a decir- medido en dólares promedio, llegó 
a US$ 0.23. En la presente administración frenteamplista, al 
mes de octubre de 1993, el valor promedio es de US$ 0,43. 
Esto representa un 87% más. Durante toda la administración 
del Partido Colorado el precio del boleto frente a la inflación 
tuvo un detrimento del 21,19%, mientras que en dólares tuvo 
un incremento del 27,61%. En los cuarenta y cinco meses que 
lleva la presente administración frenteamplista, el boleto ha 
tenido un aumento real del 11,94% con respecto al Indice de 
Precios al Consumo y un 97,29% frente al dólar. Durante la 
administración colorada, traducido a números, el precio del 
boleto -y ésta es una realidad incontrastable- corrió detrás de la 
inflación. En la administración frenteamplista, por el contrario, 
e] precio se puso por delante de la inflación y galopó rápida- 
mente -porque ya no se puede decir que corrió- frente a la 
inflación. 


Si comparamos ambas administraciones en un período de 
Cuarenta y cinco meses, el Partido Colorado llevaba un decreci- 
miento del 18,55% frente al Indice de Precios al Consumo, y el 
Frente Amplio un aumento del 11,94%. En relación al dólar, el 
Partido Colorado llegó a un incremento de más 21,99% y el Frente 
Amplio de más 97,29%, Queda claro, señor presidente. No hay dos 
interpretaciones con respecto a esto de los números. 


En cuanto a las metas y objetivos del Departamento de 
Tránsito, en el decreto 24.622, de 31 de julio de 1990 -el 
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quinquenal- de la Intendencia Municipal de Montevideo, pági- 
na 292, inciso a) de la parte B, Transporte, se dice que se 
cambiará el sistema de cálculo tarifario anterior y se rebajará el 
precio real del boleto. Los puntos 1 a 3 demuestran todo lo 
contrario; existe a la fecha, un incremento real, del 12%, toma- 
do desde el momento en que asumió el Frente Amplio en 
febrero de 1990. Esta última aclaración se debe a que el Frente 
Amplio dice lo contrario, ya que mide desde octubre de 
1989 -como recién se decía- último aumento aprobado por el 
Partido Colorado, que había llevado el boleto en aquel en- 
tonces a N$ 205. 


El monto total del subsidio al boleto -y aquí viene la cifra 
impresionante- para los cinco años llegará a los US$ 60:000.000, 
valor similar -nos decía un técnico- al que implicaría realizar 
todo el Parque Posadas de nuevo. Se indicó en 1990 que el 
mismo tendría una disminución año a año; esto no se concretó 
y se mantuvo estable en un poco más de US$ 10:000.000 por 
año. 


Dos definiciones, señor presidente. En primer lugar, en el 
discurso pronunciado en la Plaza Lafone por el señor intenden- 
te municipal de Montevideo la noche en que asumió el gobier- 
no departamental expresó que se iba a rebajar el precio del 
boleto en un 40%, Esto no se dio ni por asomo; no se rebajó en 
un 40% ni en nada, sino inicialmente. El precio del boleto, 
como acabamos de demostrar científicamente y como lo hizo 
el otro día el señor legislador Trobo, expresa a las claras que 
fue nada más que una promesa de la campaña electoral en su 
primera fase, Luego, cuando se asumió el gobierno, fue una 
bravata política, y ni siquiera intentando cubrirse la cabeza con 
sombrero ajeno -como se dice en campaña- ni siquiera tratando 
de sacar para la rebaja del boleto recursos que no eran del 
gobierno departamental sino del nacional -como el que tenía 
que ver con el IMESI y algunos otros puntos importantes- se 
podía asegurar en la realidad, con los pies en la tierra, que se 
podía rebajar el precio en un 40%, Ni en un 40% ni en un 10%, 
hay un aumento en términos reales -como dicen los economis- 
tas- del 12%. Esta es una verdad que rompe los ojos. 


Pero, además, obsérvese qué injusto es todo esto. Si hay 
otro tema que el Frente Amplio gastó en la campaña electoral 
es el de la falta de viviendas y el de la voluntad de construirlas 
en Montevideo, ¿Saben cuántas se podrían haber construido 
con esos US$ 60:000.000 que se van a terminar de redondear el 
15 de febrero de 19957 Se podría haber construido 4.500 vi- 
viendas correspondientes a los llamados Núcleos Básicos Evo- 
lutivos, a un costo de entre US$ 12.000 y US$ 15.000. De esta 
manera, con los recursos disponibles dentro de los cinco años, 
se habría dado solución habitacional a 4.500 familias de Mon- 
tevideo, es decir, a más de 20.000 personas. Sin embargo, se 
optó por lo otro: por intentar -reitero, intentar, ya que no se 
logró, porque cada vez más la Intendencia Municipal de Mon- 
tevideo en esta administración se convierte en la tumba de los 
“cracks”- rebajar el precio del boleto, aun a costa del subsidio 
de los US$ 60:000.000. En un organismo como la Intendencia 
Municipal de Montevideo, que extrae sus recursos genuinos del 
bolsillo de los contribuyentes, de los tributos y de las tasas que 
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cobra, porque no es productivo, era evidente que el subsidio al 
boleto, la aventura del boleto, la íbamos a terminar pagando 
todos los vecinos de Montevideo: los pobres, los ricos, los más 
ricos, los menos pobres, es decir, absolutamente todos, de la 
manera más demagógica que se puede pensar; eso es precisa- 
mente lo que se ha logrado. 


Y permítaserne hacer aquí una pequeña reivindicación de lo 
que fue el intento de obra de un gran hombre como el fallecido 
intendente Lanza, quien proyectó un plan verdaderamente im- 
portante, carente por completo de demagogia, con los pies en la 
realidad y, sobre todo, con la mano en el corazón: el Plan 
Lanza. Dicho Plan inicialmente apuntaba a 5.000 viviendas que 
no pudieron llegar a concretarse porque, evidentemente, la rea- 
lidad superó una serie de acontecimientos que se fueron plan- 
teando en el camino. Aproximadamente fueron 1,000 viviendas 
las que se entregaron durante la administración colorada ante- 
rior en el departamento de Montevideo. Pero con la diferencia 
de que esas viviendas se construyeron con la participación 
de los interesados, con los vecinos que vivían en cantegriles 
-muchos de ellos aún lo siguen haciendo, porque participaron 
construyendo su propia vivienda- superando aquello gastado 
que se había dado en una época en este país de ir a entregarle a 
la gente que vivía en los cantegriles una vivienda modesta sin 
duda mucho mejor que un ranchito en un cantegril, pero sin 
hacer absolutamente nada más que franguearle la entrada para 
que viviera allí. ¿Saben cuál fue el destino de esas viviendas? 
Prácticamente fueron demolidas y arrasadas por sus propios 
moradores. 


El Plan Lanza tuvo la enorme virtud de que las 1.000 fami- 
lias gue se integraron a este sistema -que levantaron hilada tras 
hilada sus propias paredes y que pintaron las puertas de sus 
casas- no arrancaban la puerta, la losa ni la grifería del baño 
para ir a venderla en la feria el domingo de mañana. Ese fue 
uno de los grandes logros de recuperación social de cientos y 
cientos de familias. Los que estuvimos en la Junta Departa- 
mental de Montevideo vimos todo esto. Hubiéramos deseado 
brindar todo el apoyo que estuviera en nuestras manos al actual 
gobierno departamental -y lo hubiéramos hecho- si hubiera que- 
rido seguir por esa senda, 


Para finalizar con el tema del subsidio al boleto diré que hasta 
diciembre de 1992, o sea en un lapso de casi tres años -febrero de 
1990 a diciembre de 1992- las empresas han recibido subsidio 
a boletos de estudiantes, de jubilados, reintegro de IMESI, cos- 
to de mantenimiento, compensación por tarifa y apoyo finan- 
ciero a las cooperativas -CUTCSA no recibe este último- por 
un total aproximado a los US$ 40:000.000, desglosado por 
empresa. 


Es increíble que se haya dado una situación de esta natura- 
leza y que empresas que con anticipación ya estaban fundidas 
siguieron recibiendo el subsidio hasta el mismo día en que 
estaban cerrando definitivamente las puertas, como por ejem- 
plo sucedió con la empresa COOPTROL. 


SEÑOR GUERRA CARABALLO. - Pido la palabra para 
una cuestión de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR GUERRA CARABALLO. - Mociono para que se 
prorrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar. 

(Se vota:) 

-68 en 71. Afirmativa. 

Puede continuar el señor legislador García Pintos. 


SEÑOR GARCIA PINTOS. - Otro punto del memorándum 
que obra en mi poder dice que COOPTROL dejó de funcio- 
nar el 26 de enero de 1992, que en 1990 se le entregaron 
U$S 763.946 y en 1991 otros U$S 637.309, de los cuales 
U$S 606.678 se destinaron -en los dos años- a apoyo de la 
Cooperativa, que desapareció al año siguiente. 


¿Adónde fue este dinero? La empresa COOPTROL cobraba 
U$S 50.000 por mes en octubre de 1991. Tres meses antes de 
cerrar cobró con aquel certificado dudoso, “trucho” o como se 
le quiera llamar, que evidentemente tenía que presentar como 
única opción para poder cobrar ante esta administración; me 
refiero a ese famoso cobro que tantas dudas dejó y dejará, a 
raíz de ese certificado del Banco de Previsión Social que sin 
duda era ilegítimo, como la propia institución Jo denunció en 
su momento. 


SEÑOR TROBO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
legislador? 


SEÑOR GARCIA PINTOS. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR TROBO. - Señor presidente: agradezco al señor 
legislador García Pintos permitirme usar de su tiempo para 
emitir breves expresiones complementarias de algunas que ma- 
nifestamos en la sesión de la Asamblea General realizada la 
semana pasada. Además, esas palabras tuvieron cierta repercu- 
sión y hoy, inclusive, hemos recogido en sala la opinión de 
algún legislador tratando de desarticular un argumento que di- 
mos respecto a ese doble discurso permanente que tiene la 
colectividad que gobierna hoy el departamento de Montevideo, 
que es el conglomerado político Frente Amplio. 


Señalamos que en muchas oportunidades se denotaba clara- 
mente eso de decir una cosa y hacer otra, no sólo en la política 
de gobierno departamental, sino también en lo referido a algu- 
nas actitudes que hoy día asume el propio Frente Amplio en la 
conducción departamental. 


Revisando antecedentes de discusiones parlamentarias y en 
especial uno del año 1987, de la Junta Departamental de Mon- 
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tevideo -que nosotros integrábamos- y confrontando precisa- 
mente aquellas posiciones asumidas en su momento con otras 
que se proclaman actualmente en el ámbito del gobierno depar- 
tamental, nos encontramos con alguna cuestión que nos pareció 
conveniente que quedara sentada en las actas de la Asamblea 
General 


Hace pocos días Icímos acerca del interés y la decisión del 
intendente municipal de Montevideo de llamar a licitación pú- 
blica para conceder la explotación del Hotel Casino Carrasco. 
En un acta de la Junta Departamental del año 1987 figura la 
discusión de un proyecto de decreto departamental que se cara- 
tulaba de la siguiente forma: Resolución N* 3469/87, del 6 de 
mayo de 1987. Allí, según se decía, “la Intendencia solicita a 
este Cuerpo la autorización para licitar la concesión de los 
servicios de hospedaje, restorán, bar y cafetería de los hoteles 
municipales. Parque Hotel y Hotel Casino Carrasco”. Ardió 
Troya en al Junta Departamental de Montevideo el día en que 
ese tema se trató. De ese debate extrajimos algunas expresiones 
de algunos representantes del Frente Amplio -que actualmente 
Ocupan cargos de relevancia en el gobierno departamental- que 
hacían referencia no sólo a la forma en que se procedía y a lo 
que la Intendencia en ese momento pretendía llevar adelante 
mediante la concesión de los servicios de hotelería, sino tam- 
bién al fondo del asunto, al origen que tenía esa preocupación 
municipal y al destino y las consecuencias que iba a tener el 
hecho de que ese proyecto eventualmente fuera aprobado por la 
Junta Departamental de Montevideo. 


Voy a Icer textualmente de la actas de la Junta Departamen- 
tal las palabras de algún legislador departamental del Frente 
Amplio: “Este proyecto de país está de acuerdo con el proyecto 
de país que tienen determinados organismos internacionales. 
Aquí hay un proyecto de país que está en juego, que simple- 
mente consiste en destruir al país, al aparato productivo actual 
y construir uno nuevo, Eso viene a destruir y enajenar el patri- 
monio del Estado y otra de sus características es no dar pers- 
pectivas a su gente, principalmente a los jóvenes”. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Perdón, señor legislador, pero en 
este momento somos los senadores los que estamos cn falta. Se 
está llamando a sala, ? 


(Entran a sala varios señores legisladores) 
-Se ha restablecido el número. 
Puede continuar el señor diputado Trobo. 


SEÑOR TROBO. - Continúo la lectura: “Esc es un proyec- 
to de país antipopular y antinacional, y no me extraña que esté 
concatenado con lo que piensan algunos organismos internacio- 
nales. Todo eso es para concentrar aún más la riqueza en unos 
pocos, para que vengan multinacionales, en fin, para crear en 
democracia lo que siempre soñó la dictadura”. 
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Eso se decía de un eventual llamado a licitación para la 
concesión de los servicios del Hotel Casino Carrasco y del 
Parque Hotel. Se hacía mención, además, a una Carta de Inten- 
ción que parecía haber firmado la Intendencia Municipal de 
Montevideo con el Banco Mundial y se decía que este proyecto 
obedecía Únicamente a una de las condiciones que el Banco 
Mundial había puesto a la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo para otorgarle un préstamo. Más adelante -y en algún mo- 
mento nos referiremos a ello- se expresaba que dentro de esas 
condiciones estaba también la elaboración de un catastro como 
instrumento de fuente de ingresos propios para la Intendencia 
Municipal de Montevideo. 


Concesión de servicios hoteleros era entonces privatiza- 
ción, enajenación, pérdida de la soberanía, y formulación de un 
catastro era seguir los dictados de un organismo internacional, 
que hoy parece que para el Frente Amplio -que ha dicho que es 
el mejor pagador de la deuda externa- es más simpático que en 
el año 1987. 


Esta es una muestra clara -consta en la versión taquigráfica 
de la Junta Departamental- de un doble discurso, elocuente del 
Frente Amplio, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor García Pintos. 


SEÑOR GARCIA PINTOS. - Señor presidente: recuerdo 
aquellas sesiones, por momentos un poco apasionadas, de la 
Junta Departamental de Montevideo, cuando a veces el señor 
diputado Trobo, consecuente con su filosofía política y la de su 
sector, apoyaba determinadas posiciones que buscaban, por 
ejemplo, dar mayor higiene a la ciudad de Montevideo, esta- 
bleciendo una zona en la que se pudiera recoger la basura a 
través de una empresa privada, ¡Y las cosas que se le decían a 
quien en aquel entonces era edil, el edil Trobo! 


El señor diputado Trobo mencionaba el tema de las privali- 
zaciones y del doble discurso, y hablaba también de la deuda 
externa. Pensaba hacer referencia a lo mismo cuando escucha- 
ba que avanzaba por el lado de las privatizaciones, pero el 
señor diputado Trobo no debe olvidar que, como decía alguna 
vez no recuerdo qué altísimo dirigente del Frente Amplio, lo 
de la deuda externa era sólo eslóganes que se pintaban en los 
muros. Lo que se atacaba hace cinco, diez, quince o veinte 
años en cuanto a la deuda externa no tiene nada que ver con la 
posición del Frente Amplio hoy, que trata de incorporar a todo 
vapor cultura de gobierno, aunque se ponga delante de la loco- 
motora. Lo mismo sucede con el tema de las privatizaciones, 
porque nos está llegando información en el sentido de que cl 
Estadio Municipal Charrúa va a pasar a manos de una institu- 
ción deportiva, de que se quiere hacer no sé qué cosa con el 
Parque de los Aliados y con el famoso Hotel Casino Carrasco, 
a pesar de que se dijeron pestes sobre la administración del 
Partido Colorado en el período 1985-1990, cuando se resolvió 
sacar de la ruina al Parque Hotel. 
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Sin embargo, en algunos temas no se funciona tan bien, 
como por ejemplo el de los Casinos Municipales, que durante 
ci gobierno colorado verdaderamente representaron un apoyo 
importante al presupuesto municipal. Ahora, la ganancia que 
dejan es prácticamente nula. Los Casinos se encuentran en una 
situación de deterioro tal -no me refiero a la parte física, sino a 
la administrativa- que no se pucden cncontrar los medios que 
permitan llevarlos a la situación exitosa que tuvieron duramte 
toda la historia de la Intendencia Municipal de Montevideo, 
Repito: dejaban una cantidad muy importante, porque no sola- 
mente solventaban todo el déficit del Departamento de Hoteles, 
Casinos y. Turismo, sino que, además, vertían al Tesoro Central 
del Municipio de Montevideo una cantidad importante de dine- 
ro que ayudaba al presupuesto municipal. 


Por otro lado, cuando hablábamos de las casi mil viviendas 
de la Administración anterior y el Plan Lanza de erradicación 
de cantogriles, nos olvidábamos de que el Frente Amplio hizo 
promesas electorales fabulosas con respecto a la construcción 
de viviendas. Manifestaban que iban a solucionar el problema 
de la vivienda, por lo menos en el departamento de Montevi- 
deo. Señor presidente: ¿sabe cuántas viviendas fueron construl- 
das y entregadas al día de hoy por la administración frenteam- 
plista? Cuarenta y siete; quizá estoy atrasado en los datos y son 
sesenta y dos, pero esa cs la última cifra que tengo. Como se 
verá, los éxitos en materia de construcción de viviendas están 
muy lejos de las promesas y de las necesidades de Montevideo, 


Otro tema gue queríamos abordar es el relativo a la nogati- 
va a investigar, ya que todo está vinculado a investigaciones, 
En Montevideo, durante la Administración del Partido Colora- 
do, la mayoría -los dieciséis ediles del Partido Colorado- per- 
manentermente habilitábamos la instancia de las Comisiones 
Preinvestigadoras y, si existía mérito, de las Comisiones Inves- 
tigadoras. ¡Qué posición tan distinta a la de la actual adminis- 
tración frenteamplista en Montovideo, donde es práclicamente 
imposible -de repente no tengo toda la información y alguna 
Comisión Investigadora se voló- Investigar a la Administración 
municipal! 


Hoy hablábamos con el señor legislador Mallo y yo le daba 
mi opinión con respecto a la imposibilidad de investigar en la 
Junta Departamental porque, por imperio de la Constitución, la 
minoría no tiene facultades para poder imponer una investiga- 
ción o el nombramiento de una Comisión Investigadora. Si 
tanto se ha venido al Parlamento y si de alguna mancra el resto 
del sistema político ha tenido que bailar ul riimo de denuncias 
y estrategias para tratar de desprestigiar 3 organismos como el 
Tribunal de Cuentas por parte del gobierno frenmeamplista de 
Montevideo, pues mi sector político, ta Cruzada 94, está dis- 
puesto a avalar la integración de una Comisión Investigadora 
que trato de poner en claro algunas de las cosas tan duras y tan 
tremendas que están pasando en el gobierno departamental de 
Montevideo. 


Para terminar, voy a referirme a otro aspecto que está vin- 
culado al del subsidio del boleto. Aproximándose la finaliza- 
ción de este gobierno y, por lo tanta, estando prácticamente cn 
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los trece meses de campaña electoral, el gobierno frenteamplis- 
ta se apresta a hacer una nueva promesa sobre la rebaja del 
boleto. Lo que na pudieron hacer en los años anteriores, lo 
pretenden hacer ahora con mucha más modestia, porque se 
habla de rebajar el precio del boleto $ 0,20; de $ 1,80 pasaría a 
costar $ 1,60. Esto parece una broma; si no fuera para llorar, 
sería para reír, porque ¿quién va a terminar pagando estos vein- 
te centésimos de rebaja en el precio del boleto, si es que se 
concreta aunque yo espero que no? Lo vamos a terminar pa- 
gando todos los vecinos de Montevideo, 


(Ocupa la presidencia el señor legislador Millor) 


-¿Cómo piensa hacer esto la Intendencia? Y bueno, de re- 
pente un 50%, es decir, la mitad de esta nueva rebaja del precio 
del boleta, sc va a hacer sobre la base de un nuevo subsidio, y 
con respecto al resto quizás se convenza a las empresas de 
transporte colectivo de Montevideo diciéndoles, de cierta for- 
ma, que después se verá, que de repente en cuatro u ocho 
meses, de pronto en uno o en dos aumentos del boleto, se podrá 
licuar esta diferencia que hoy les produce pérdida, Entonces, a 
finos de 1994 se verá compensada esta situación en el precio 
del bofeto. Eso sería volver a gobernar a espaldas del pueblo y, 
diría más, tomándole el pelo a la gente; se le dice que en esta 
oportunidad se va a rcbajar nuevamente el precio del boleto 
nada más que en veínte cenlésimos, tratando de agarrarse al 
final de este gobierno, en la desesperación, de la piolita que 
séa, cuando en realidad cl precio del boleto nunca se va a 
rebajar de esta manera, Digo esto porque el subsidio de su 
costo lo paga el resto de la población y si se pretende que las 
empresas de transporte vueiquen a pérdida esa diferencia de 
veinte o de doce centésimos, que no se tenga la menor duda de 
que no la van a perder; podrá suceder así en el primer aumento 
del bolcto o en el segundo, pero que se tenga la certeza de que 
al torcer aumento esa diferencia se diluye y de ninguna manera 
las empresas pierden, porque si es así se termina el negocio del 
boleto del transporte de Montevideo. Tal como decía el señor 
legislador Martorell Librán, ¡por algo será que han cambiado 
algunas cosas y han subido los precios de las cuartas y medias 
partes de ómnibus en empresas, en sociedades anónimas o en 
cooperativas! Eso es una realidad. 


Antes de terminar mí exposición deseo manifestar que en el 
último año de gobierno del Partido Colorado en Montevideo el 
presupuesto ascendió a USS $85:000.000; el presupuesta del 
Municipio de Montevidco en 1994 va a ser U$S 213:500.000., 
¿De dónde se piensa que sale esta diferencia en dólares? Si 
bien no representa Lres veces el presupucsto de la Administra- 
ción del Partido Colorado, pues el dólar ha tenido una depre- 
ciación en los últimos años, de cualquier manera, en términos 
reales, es un incremento importantísimo. Esta diferencia sale 
del bolsillo de la gente, y buena parte de clla se está utilizando 
para el subsidio del boleto y para hacer las terribles y maratóni- 
cas campañas publicitarias, propagandísticas -diría yo- del go- 
bierno departamental de Montevideo. Mientras tanto, se ven 
pocas obras en las calles; cada vez más pozos; cada vez monos 
reparaciones; cada vez menos alumbrado; cada vez más boca 
de labo; cada vez menos higiene; cada vez más basura en las 
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calles; pero ¡eso sí! alcanza con mirar lo que tenemos a mano 
para darnos cuenta que se están gastando cantidades fabulosas 
de millones de dólares en campañas publicitarias en televisión, 
radio o diarios. 


Durante la administración de mi partido, muchas veces dis- 
cutimos sobre la conveniencia o no de distraer recursos en 
publicitar las obras que se estaban haciendo. Pero se decía -y 
esa fue la posición que primó- hay que gastar hasta el último 
dólar en dar soluciones a la gente, en las calles de Montevideo. 
¡Qué diferencia, señor presidente, entre una y otra Administra- 
ción! 


Pero no nos preocupemos; de a poco las cosas comienzan a 
ponerse en su lugar. Se van perdiendo virginidades iniciales en 
materia política. 


Este país lo hicimos los blancos y los colorados. Ha habido 
éxitos y fracasos; ha habido virtudes y defectos, Pero reitero: 
este país lo hicimos los partidos tradicionales. Y estamos muy 
satisfechos de que hoy el sistema político esté funcionando 
como lo está haciendo. Pero aquellos que pretendieron precisa- 
mente dejar de lado todos esos logros de la sociedad uruguaya, 
que terigan en cuenta que ni bien pusieron la mano en el go- 
bierno departamental de Montevideo comenzaron a tencr, en 
muy poco tiempo, tantas cosas como las que ellos criticaron 
durante tanto tiempo en los partidos tradicionales, que vienen 
desde los albores de la patria, 


Y empezaron a tener ineficiencia, confusión, corrupción y 
desatinos que verdaderamente ponen las cosas en su lugar cuando 
las encuestas hablan de los descensos de popularidad de la 
Administración. 


Hoy pretendimos hacer un desarrollo más político que juri- 
dico sobre este punto. En cuanto a los aspectos jurídico y de 
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fondo, adhiero a lo dicho por el miembro informante, señor 
legistador Mallo, cuando abrió el fuego con respecto al tema 
de defender el honor de los integrantes del Tribunal de Cuen- 
1as, También rescatamos de lo anteriormente expresado que las 
instituciones no deben ser buenas cuando nos convienen y ma- 
las cuando no nos convienen; no son desechables como enva- 
ses de leche. Nosotros debemos defender el Tribunal de Cuen- 
tas y el honor de esta institución, 


Es cuanto quería expresar por el momento. 
(Ocupa la presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 
$) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE, - Hay cuarenta y nueve señores 
diputados presentes. Se va a llamar a sala durante un minuto. 


(Así se procede) 

-Ha transcurrido un minuto sin que se restablezca el quórum, 
Sc levanta la sesión. 

(Es la hora 22 y ?) 
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